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Presentación 

 

Sistema de Consultas Absueltas 

La absolución de las consultas jurídicas a las máximas 

autoridades de los organismos y entidades del sector público con 

carácter vinculante, sobre la inteligencia o aplicación de la ley, es 

competencia del Procurador General del Estado, de acuerdo con el 

numeral 3 del artículo 237 de la Constitución de la República del 

Ecuador y los artículos 3 y 13 de su Ley Orgánica.   

Cada pronunciamiento es el resultado del estudio del equipo 

de abogados de la Dirección Nacional de Consultoría, que se apoya 

según la materia con la experticia de los profesionales de las demás 

direcciones sustantivas y regionales de la PGE, y, finalmente, revisado 

y, de ser el caso, modificado por el Procurador General del Estado, lo 

que permite asegurar la rigurosidad jurídica de cada proyecto, 

mantener la unidad institucional y reforzar el rol preventivo de la 

absolución de consultas como parte del ciclo de defensa jurídica del 

Estado. 

El pronunciamiento del Procurador General del Estado 

contiene un dictamen general y abstracto sobre la aplicación de las 

normas por toda la Administración Pública, por lo que la ley ordena 

que los extractos se publiquen en el Registro Oficial.   

Adicionalmente, por iniciativa de la PGE el texto íntegro de 

cada pronunciamiento consta en el Sistema de Consultas Absueltas, 

en el portal institucional www.pge.gob.ec que es una herramienta de 

acceso público. 

A fin de promover la transparencia del trabajo institucional, 

facilitar el acceso de los usuarios y contribuir al respeto del principio 

de legalidad que rige en Derecho Público, la PGE pone a disposición 

de la ciudadanía los pronunciamientos emitidos durante el mes de 

mayo de 2025 y, en adelante, con periodicidad mensual. 

 

Ab. Juan Carlos Larrea Valencia  

Procurador General del Estado 
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Oficio No. 11400 
 
 
Quito, DM, 9 de mayo de 2025  
 
 
Ingeniero  
Mario José Mancino Valdivieso  
PREFECTO  
GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO PROVINCIAL DE LOJA  
Loja. 
 
 
De mi consideración:  
 
Mediante oficio No. GPL-PL-2025-33-OF, de 10 de febrero de 2025, ingresado en la 
Procuraduría General del Estado el 17 del mismo mes y año, se formuló la siguiente consulta: 
 

“1.- El inciso primero del Art. 87 de la LOSNCP en su parte pertinente dice a la letra: 
 
‘... La suma total de las cuantías de los contratos complementarios no podrá exceder 
del ocho por ciento (8%) del valor del contrato principal.’ (el énfasis fuera del texto). 
 
¿De lo indicado en el inciso anterior, cuando hay decremento e incremento de 
cantidades de obra, el 8% debe obtenerse realizando una operación matemática 
considerando no solo el incremento sino también el decremento de las cantidades de 
obra?”. 

 
Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente: 
 

1. Antecedentes.  
 
Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que: 
 
1.1. Al oficio de consulta se adjuntó el informe jurídico contenido en memorando No. GPL-

DPS-2025-125-M, de 10 de febrero de 2025, suscrito por el Procurador Síndico del 
Gobierno Autónomo Descentralizado Provincial de Loja (en adelante, “GADP Loja”), 
quién citó los artículos 82, 226, 233 de la Constitución de la República del Ecuador1 (en 
adelante, “CRE”); el artículo 1 del Código Civil2 (en adelante, “CC”); el artículo 87 de la 
Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública3 (en adelante, “LOSNCP”); y 
el artículo 40 de la Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado4 (en adelante, 
“LOCGE”); con fundamento en los cuales se concluyó lo siguiente: 

                                       
1 CRE, publicada en el Registro Oficial No.449 de 20 de octubre de 2008. 
2 CC, Codificación 10, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 46 de 24 de junio de 2005. 
3 LOSNCP, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 395 de 04 de agosto de 2008. 
4 LOCGE, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 595 de 12 de junio de 2002. 
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“CONCLUSIÓN.- 
 
(…) En este sentido, el inciso (sic) el Art. 87 de la LOSNCP en su inciso primero en su 
parte pertinente dice a la letra: 
 
‘Art. 87.- Normas para la aplicación de los contratos complementarios. La SUMA total 
de las cuantías de los contratos complementarios no podrá exceder del ocho por ciento 
(8%) del valor del contrato principal...’. (el énfasis fuera del texto). 
 
Como se colige, en el referido inciso, el suscrito Procurador Sindico entiende que existe 
dos reglas; la primera, es que la SUMA de los contratos complementarios no debe 
exceder del 8%; y, la segunda, es que ese 8% no debe pasarse el valor del contrato 
principal (techo); pero esta regla se da comúnmente, cuando existe la creación de 
rubros nuevos (8%), más diferencia de cantidades (5%) y órdenes de trabajo (2%). 
 
Sin embargo, de lo dicho en el párrafo anterior, también hay en la práctica en que, se 
incrementen cantidades de obra, ya sea por creación de rubros nuevos o diferencia de 
cantidades de obra; y, pues también que se disminuyan esos, lo que se conoce como 
incremento y decremento. Entonces aquí cabe y me pregunto: ¿Que sucede si los 
incrementos y decrementos excedan el 8% del porcentaje previsto en el Art. 87, pero 
que no pasa EL VALOR DEL CONTRATO PRINCIPAL?, pude ser que el incremento 
de rubros sea menor que el decremento o viceversa. 
 
También me pregunto, ¿sí, cuando existe incremento y decremento de obra, ese 8% 
debo 
considerar solo cuando hay incremento; o, debo considerarlo realizando una operación 
algebraica tomando en cuenta el incremento y decremento?. 
 
Por todo lo expuesto, el suscrito Procurador Síndico, emite el presente informe 
jurídico para la consulta, mencionando expresamente que, cuando hay decremento e 
incremento cantidades de obra, el 8% debe obtenerse realizando una operación 
matemática considerando no solo el incremento sino también el decremento de las 
cantidades de obra, que de dicha operación indudablemente, no de (sic) exceder el 
VALOR DEL CONTRATO PRINCIPAL (techo)” (El énfasis y subrayado corresponde 
al texto original). 
 

A fin de contar con mayores elementos de análisis antes de atender sus consultas, mediante 
oficios No. 10553 y No. 10736, de 21 de febrero y 13 de marzo de 2025, respectivamente, la 
Procuraduría General del Estado solicitó e insistió al Servicio Nacional de Contratación Pública 
(en adelante, “SERCOP”) que remita su criterio jurídico institucional sobre la materia objeto de 
la consulta. Dicho requerimiento fue atendido por el Coordinador General de Asesoría Jurídica 
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del SERCOP mediante oficio No. SERCOP-CGAJ-2025-0030-OF, de 31 de marzo de 2025, 
ingresado en este organismo el 1 de abril de 2025. 
 
El criterio jurídico del SERCOP, además de las normas invocadas por la entidad consultante, 
citó los artículos 227 y 288 de la CRE; el artículo 14 del Código Orgánico Administrativo5 (en 
adelante, “COA”); los artículos 10, numeral 17, y 99, tercer inciso, de la LOSNCP; así como los 
artículos 6 y 286.3 del Reglamento General a la LOSNCP6 (en adelante, “RGLOSNCP”); con 
base en los cuales manifestó y concluyó lo siguiente: 
 

“1. CONTRATOS COMPLEMENTARIOS. 
 
Los contratos están sujetos a sufrir variaciones por distintas circunstancias; es por tal 
razón que la normativa prevé que, ante la posibilidad de enfrentar causas imprevistas o 
técnicas durante la ejecución de un contrato, los administradores pueden recurrir ante 
las figuras que constan en la ley para garantizar la ejecución del mismo. 
 
La consulta planteada por el Prefecto del Gobierno Autónomo Descentralizado 
Provincial de Loja recae sobre el artículo 87 de la LOSNCP referente a las normas de 
aplicación de los contratos complementarios. 
 
Por lo tanto, para dar contestación a la presente consulta es importante analizar los 
verbos rectores que constan en el artículo 85 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional 
de Contratación Pública (…). 
 
El mencionado artículo contempla la posibilidad de realizar modificaciones a los 
servicios y obras por medio de contratos complementarios, las cuales no deben ser 
confundidas con las modificaciones para corregir errores manifiestos de hecho, de 
trascripción o de cálculo que se hubieren producido de buena fe en las cláusulas 
contractuales, a las cuales se refiere el artículo 72 de la LOSNCP. 
 
La modificación a la cual se refiere el artículo 85 de la LOSNCP, no implica que 
obligatoriamente deba incrementar el monto contractual de la ejecución de una obra o 
servicio, ya que los imprevistos pueden dar como resultado un incremento del monto 
contractual o en su defecto, un decremento. 
 
El artículo 87 de la LOSNCP es claro al indicar que: ‘La suma total de las cuantías de 
los contratos complementarios no podrá exceder del ocho por ciento (8%) del valor del 
contrato principal (…)’; de lo cual se desprende que el límite fijado para la 
instrumentación de los contratos complementarios debe considerarse en función de la 
cuantía de los mismos. El mecanismo para fijar la cuantía de los contratos 
complementarios en el caso de las obras se encuentra previsto en el numeral 2.3 del 

                                       
5 COA, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 31 de 07 de julio de 2017. 
6 RGLOSNCP, publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 87 de 20 de junio de 2022. 
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artículo 286.3 del Reglamento General de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de 
Contratación Pública (…). 
 
III. PRONUNCIAMIENTO 
 
Una vez analizada la consulta planteada por el Prefecto del Gobierno Autónomo 
Descentralizado Provincial de Loja, se concluye que en los contratos complementarios 
de ejecución de obras, el límite previsto en el artículo 87 de la LOSNCP debe tener en 
consideración la cuantía de el o los contrato/s complementario/s, incluyendo el caso en 
el que existan incrementos y/o decrementos; para lo cual es aplicable, al tratarse de 
contratos complementarios, el mecanismo previsto en el numeral 2.3 del artículo 286.3 
del RGLOSNCP, para calcular su monto”. (Énfasis corresponde al texto original) 

 
De lo expuesto se observa que tanto el informe jurídico de la consultante como el criterio 
jurídico del SERCOP coinciden en señalar que, en los contratos complementarios de ejecución 
de obras, el límite del 8% previsto en el artículo 87 de la LOSNCP debe calcularse tomando en 
cuenta los incrementos como los decrementos de la obra. 
 
2. Análisis. - 
 
De conformidad con los artículos 82 y 226 de la CRE, el derecho a la seguridad jurídica se 
garantiza a través de la existencia de normas previas, claras y públicas, aplicadas por las 
autoridades competentes. En este marco, los servidores públicos únicamente pueden ejercer las 
competencias y facultades atribuidas en el ordenamiento jurídico. 
 
El artículo 288 de la CRE prevé que las “compras públicas cumplirán con criterios de 
eficiencia, transparencia, calidad, responsabilidad ambiental y social”, priorizando los 
productos y servicios nacionales, en particular los provenientes de la economía popular y 
solidaria, y de las micro, pequeñas y medianas unidades productivas. 
 
En concordancia con lo anterior, el artículo 1 de la LOSNCP determina los “principios y 
normas para regular los procedimientos de contratación para la adquisición o arrendamiento 
de bienes, ejecución de obras y prestación de servicios, incluidos los de consultoría”, realizados 
por organismos y entidades del sector público. 
 
En ese contexto, el Capítulo VIII de la LOSNCP, denominado “DE LOS CONTRATOS 
COMPLEMENTARIOS”, regula los contratos de obras y servicios complementarios. Así, en el 
artículo 85 se establece: 

 
“En el caso de que fuere necesario ampliar, modificar o complementar una obra o 
servicio determinado por causas imprevistas o técnicas, debidamente motivadas, 
presentadas con su ejecución, el Estado o la Entidad Contratante podrá celebrar con el 
mismo contratista, sin licitación o concurso, contratos complementarios que requiera 

7



 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 

CONSEJO PROVINCIAL DE LOJA 
0007611.-2025  

Página. 5 
 

 

la atención de las modificaciones antedichas, siempre que se mantengan los precios de 
los rubros del contrato original, reajustados a la fecha de celebración del respectivo 
contrato complementario” (el énfasis me corresponde). 

 
En armonía con la disposición anterior, el artículo 86 de la LOSNC establece que “si para la 
adecuada ejecución de una obra o prestación de un servicio, por motivos técnicos, fuere 
necesaria la creación de nuevos rubros, podrá celebrarse contratos complementarios dentro de 
los porcentajes previstos en el artículo siguiente”. El pago de los rubros se efectuará con base 
en los precios referenciales actualizados de la entidad contratante, si los hubiere, o determinados 
de mutuo acuerdo entre las partes. 
 
A su vez, el artículo 87 establece las normas para la aplicación de los contratos 
complementarios en los siguientes términos: 
 

“La suma total de las cuantías de los contratos complementarios no podrá exceder del 
ocho por ciento (8%) del valor del contrato principal. 
 
Para el caso de obras, la indicada suma total se computará de la siguiente manera: 
 
1. Para el caso de diferencia de cantidades se utilizará el artículo 88 de la presente 
Ley. 
2. Para el caso de rubros nuevos se empleará el artículo 89 de esta Ley. 
3. Si se sobrepasa los porcentajes previstos en los artículos señalados en los numerales 
que preceden será necesario tramitar los contratos complementarios que se requieran, 
siempre que éstos no excedan del ocho por ciento (8%) del valor del contrato 
principal. 
 
La suma total de los contratos complementarios, órdenes de trabajo y diferencia en 
cantidades a los que se refiere este capítulo, para el caso de obras, en ningún caso 
excederá del quince por ciento (15%) del valor del contrato principal. 
 
(…) En todos los casos, en forma previa a la suscripción de los contratos 
complementarios, se requerirá contar con la certificación presupuestaria 
correspondiente. 
 
Solo en casos excepcionales y previo informe favorable del Contralor General del 
Estado, la suma total de los contratos complementarios, órdenes de trabajo y 
diferencia en cantidades a los que se refiere este capítulo, para el caso de obras, así 
como el valor de los contratos complementarios de consultoría, podrán alcanzar hasta 
el treinta y cinco por ciento (35%) del valor del contrato principal. La Contraloría 
General del Estado tendrá el término de treinta (30) días para emitir su informe, caso 
contrario se considerará favorable. El Reglamento a esta Ley establecerá la 
documentación que se deberá adjuntar a la solicitud. 
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En el caso de no existir informe favorable o que el monto de contratos 
complementarios, órdenes de trabajo o diferencias de obra superen los porcentajes 
permitidos, la máxima autoridad deberá dar por terminado el contrato, iniciar un 
nuevo proceso de contratación previo los estudios del caso y emprender las acciones 
contempladas en esta Ley para el consultor o los funcionarios de la institución 
responsables de los estudios precontractuales” (el énfasis me corresponde). 

 
A su vez, el artículo 88 de la LOSNCP, respecto de las diferencias en cantidades de obra, 
dispone: 
 

“Si al ejecutarse la obra de acuerdo con los planos y especificaciones del contrato se 
establecieren diferencias entre las cantidades reales y las que constan en el cuadro de 
cantidades estimadas en el contrato, la entidad podrá ordenar y pagar directamente sin 
necesidad de contrato complementario, hasta el cinco por ciento (5%) del valor del 
contrato principal, siempre que no se modifique el objeto contractual. A este efecto, 
bastará dejar constancia del cambio en un documento suscrito por las partes”. 

 
En el mismo sentido, el artículo 89 establece que: 
 

“La Entidad Contratante podrá disponer, durante la ejecución de la obra, hasta del dos 
por ciento (2%) del valor del contrato principal, para la realización de rubros nuevos, 
mediante órdenes de trabajo y empleando la modalidad de costo más porcentaje. En 
todo caso, los recursos deberán estar presupuestados de conformidad con la presente 
Ley. 
 
Las órdenes de trabajo contendrán las firmas de las partes y de la fiscalización”. 

 
Cabe señalar que, conforme lo dispone el artículo 91 de la LOSNCP, en los contratos integrales 
por precio fijo no son aplicables las disposiciones relativas a los contratos complementarios. 
 
Por su parte, el artículo 274 del RGLOSNCP establece que en los contratos complementarios se 
incluirán las fórmulas de reajuste de precios correspondientes, y que “La suma total de las 
cuantías de los contratos complementarios no podrá exceder del 8% del valor del contrato 
principal, de conformidad con las normas para la aplicación de los contratos 
complementarios” dispuestas en el artículo 87 de la LOSNCP. 
 
Adicionalmente, el numeral 2 del artículo 286.3 del RGLOSNCP prevé que la justificación y 
detalle del valor de los contratos complementarios incluirá, entre otros, el “Cuadro de rubros, 
unidades, cantidades, precios unitarios y precios totales del contrato principal, cuyas 
cantidades se aumentan, disminuyen o suprimen por efecto del contrato complementario que 
se suscribiría”, valores que serán reajustados a la fecha en la que se decidió efectuar dicho 
contrato; así como el “Cuadro de rubros, precios unitarios y precios totales que se crean”, y 
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los precios corresponden a la fecha en la que se decida efectuar el contrato complementario (el 
énfasis me corresponde). 
 
En particular, el numeral 2.3 del mismo artículo establece que para el calcular el monto del 
contrato complementario se aplicará la siguiente operación algebraica: 
 

“(+) De rubros que se crean. 
(+) De rubros del contrato principal cuyas cantidades se incrementan. 
(-) De rubros del contrato principal cuyas cantidades se disminuyen. 
(-) De rubros del contrato principal cuyas cantidades se suprimen. 
 
Los precios unitarios de los rubros creados corresponderán a la fecha en la que se 
decidió efectuar el contrato complementario cuyo informe previo se solicita” (el énfasis 
me corresponde) 
 

Finalmente, el numeral 3 del citado artículo 286.3 del RGLOSNCP establece que “Con la 
finalidad de verificar los porcentajes establecidos en los artículos 88 y 89 de la Ley Orgánica 
del Sistema Nacional de Contratación Pública, se adjuntará las órdenes de trabajo y 
documentos que formalizan las diferencias en cantidades de obra, en caso de haberlos”. A su 
vez, el numeral 4 establece que también se adjuntarán los “Justificativos técnicos de la 
creación, aumento, disminución y/o supresión de cantidades de cada uno de los rubros que se 
afectarían en virtud de las modificaciones, aprobados por la fiscalización y la administración 
del contrato”. 
 
De lo expuesto se observa que: i) los contratos complementarios se utilizan para ampliar, 
modificar o complementar una obra o servicio determinado por causas imprevistas o técnicas, 
debidamente motivadas, y se celebran con el mismo contratista del contrato principal sin 
necesidad de concurso o licitación, manteniendo los precios del contrato original, reajustados a 
la fecha de celebración del complementario; ii) si se requiere la creación de nuevos rubros para 
contratos de obra, esta debe realizarse dentro de los porcentajes permitidos por la LOSNCP, y 
su pago se realiza con base en los precios referenciales actualizados de la entidad contratante o 
determinados de mutuo acuerdo entre las partes; iii) la suma total de las cuantías de los 
contratos complementarios no puede exceder del ocho por ciento (8%) del valor del contrato 
principal; iv) la suma total de todos los contratos complementarios, órdenes de trabajo y 
diferencias en cantidades de obra no puede exceder del quince por ciento (15%) del valor del 
contrato principal, salvo la excepción del treinta y cinco por ciento (35%) prevista en el 
penúltimo inciso del artículo 87, que requiere informe previo favorable de la Contraloría 
General del Estado; v) la justificación del valor de los contratos complementarios debe incluir el 
cuadro de rubros, unidades, cantidades, precios unitarios y precios totales del contrato principal, 
cuyas cantidades se aumentan, disminuyen o suprimen por efecto del contrato complementario 
que se suscribiría; y, vi) para calcular el monto del contrato complementarios en el caso de obras 
se debe sumar algebraicamente: (+) De rubros que se crean, (+) De rubros del contrato 
principal cuyas cantidades se incrementan, (-) De rubros del contrato principal cuyas 
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cantidades se disminuyen, (-) De rubros del contrato principal cuyas cantidades se suprimen. 
Los precios unitarios de los rubros creados corresponden a la fecha en la que se decide efectuar 
el contrato complementario. 
 
3. Pronunciamiento. -  
 
En atención a los términos de la consulta se concluye que, de conformidad con los artículos 85, 
87, 88 y 89 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública y 274, 286 de su 
Reglamento General, la suma total de las cuantías de los contratos complementarios de obras no 
podrá exceder del ocho por ciento (8%) del valor del contrato principal. Para calcular el monto 
del contrato complementario se debe tener en consideración la cuantía del contrato principal, 
incluyendo – en caso de que aplique – los incrementos o decrementos; para lo cual se debe 
aplicar lo previsto en el numeral 2.3 del artículo 286.3 del RGLOSNCP. En consecuencia, el 
porcentaje máximo permitido para la celebración de los contratos complementarios deberá 
calcularse considerando tanto los incrementos como los decrementos de las cantidades de obra 
del contrato principal. 
 
El presente pronunciamiento es obligatorio para la Administración Pública y se limita a la 
inteligencia y aplicación general de normas jurídicas. Su aplicación a casos institucionales 
específicos es de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante y de cualquier otra entidad 
pública que lo aplique. 
 
Atentamente, 
 
 
 
Rodrigo Constantine Sambrano 
PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO, SUBROGANTE  
 
 
C.C.  Ing. Deborah Cristine Jones Faggioni,  

Directora General del Servicio Nacional de Contratación Pública - SERCOP  
 
 
 

 

Firmado electrónicamente por: 

RODRIGO IVAN 
CONSTANTINE 
SAMBRANO
 
Validar únicamente con FirmaEC
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Oficio No. 11417 
 
 
Quito, D.M., 12 de mayo de 2025 
 

Señor 
Kleber Fabián Olalla Torres 
Alcalde 
GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DEL CANTÓN 
LORETO  
Loreto. 
 
De mi consideración: 
 
Mediante oficio No. GADML-A-153-2025-OF, de 17 de febrero de 2025, ingresado en 
el correo institucional de la Procuraduría General del Estado en la misma fecha, se 
formuló la siguiente consulta: 
 

“¿Es procedente que al amparo de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 
219.1 del Reglamento General de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de 
Contratación Pública, a efectos de la adjudicación de los contratos de arriendo 
de los cubículos internos y los locales comerciales externos, se le considere al 
centro de abastos y comercialización (mercado municipal) como un bien similar 
a los quioscos, stands, cabinas, islas y casetas?”. 

 
Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente:   
 
1. Antecedentes. 
 
Del oficio remitido y sus documentos adjuntos, se desprende que: 
 
El informe jurídico No. GADML-GPS-001-2025-INF, de 12 de febrero de 2025, suscrito 
por el Procurador Síndico del Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal del Cantón 
Loreto (en adelante, “GADM Loreto”) citó como fundamento los artículos 82, 226, 227, 
229, 233, 235, 237 numeral 3), 240, 264, 424 y 425 de la Constitución de la República 
del Ecuador1 (en adelante, “CRE”); 5, 6, 7, 54, literales a) y l), 56, 57, literal a) y 417 
letra g) del Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y 
Descentralización2 (en adelante, “COOTAD”); 4, 5 y 59 de la Ley Orgánica del Sistema 

 
1 CRE, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008.  
2 COOTAD, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 303 de 19 de octubre de 2010.  
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Nacional de Contratación Pública3 (en adelante, “LOSNCP”); y, 219, 219.1 y 220 del 
Reglamento General a la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública4 
(en adelante “RGLOSNCP”). Con base en dicha normativa, desarrolló el siguiente 
análisis:  
 

“ANÁLISIS JURÍDICO. 
 
(…) Si bien es cierto, los mercados se encuentran mencionados en el literal g (sic) 
del artículo 417 del COOTAD, pero es por cuanto se tratan de bienes destinados 
al uso público como todos los otros que se mencionan en el artículo en referencia, 
tomando en cuenta que son bienes de uso público aquellos cuyo uso por los 
particulares es directo y general, en forma gratuita y que sin embargo de aquello, 
podrán también ser materia de utilización exclusiva y temporal, mediante el pago 
de una regalía, pero ello no implica que al haberse mencionado el artículo 417 
del COOTAD en el artículo 219.1 incluido al Reglamento de la LOSNCP, quiere 
decir que obligatoriamente todos estos viernes (sic) deban arrendados (sic) 
mediante el proceso de invitación directa, porque de ser así, también se debería 
haber implementado una reforma en el artículo 219 del Reglamento indicando 
que el proceso allí determinado para el caso de las entidades arrendadoras, no 
será aplicable para los gobiernos autónomos descentralizados municipales. 
 
(…) CONCLUSIONES:  
 
De los antecedentes, la normativa legal y el análisis precedente se concluye: 
 
No es procedente que se incluya la reforma propuesta de la Comisión de 
Legislación a la Ordenanza Sustitutiva que Regula el Uso, Funcionamiento y 
Administración del Centro de Abastecimiento y Comercialización del cantón 
Loreto por cuanto el Centro de Abastecimiento del cantón Loreto, no tiene 
ninguna similitud con los quioscos, stands, cabinas, islas, casetas y por lo tanto 
no es procedente que para la adjudicación de los cubículos internos y locales 
externos del Centro de Abastecimiento del cantón Loreto, se aplique la frase ‘y 
establecimiento similares’, y por lo tanto para la adjudicación de los arriendos 
de los cubículos y locales pendientes, se deberá aplicar lo dispuesto en los 
artículos 8 de la ordenanza vigente y 219 del Reglamento de la Ley orgánica del 
Sistema Nacional de Contratación Pública” (énfasis y subrayado corresponden al 
texto original). 

 
3 LOSNCP, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 395 de 4 de agosto de 2008.  
4 RGLOSNCP, publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No.87 de 20 de junio de 2022.   
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A fin de contar con mayores elementos de análisis, este organismo solicitó e insistió 
mediante oficios No. 10526 y No. 10717, de 19 de febrero y 12 de marzo de 2025, 
respectivamente, al Servicio Nacional de Contratación Pública (en adelante, “SERCOP”) 
que remita su criterio jurídico institucional sobre la materia objeto de la consulta. Esta 
solicitud fue atendida por el Coordinador General de Asesoría Jurídica, a través de oficio 
No. SERCOP-CGAJ-2025-0029-OF, de 28 de marzo de 2025, recibido el mismo día.  
 
El criterio jurídico del SERCOP, además de las normas referidas por la consultante, citó 
los artículos 288 de la CRE; 14 del Código Orgánico Administrativo5 (en adelante, 
“COA”); 1, 10 numeral 17 y 99 del RGLOSNCP; 1856 y 1864 del Código Civil6 (en 
adelante, “CC”); y, el pronunciamiento de este organismo contenido en oficio No. 01640, 
de 05 de abril de 2023. A partir de ello, concluyó lo siguiente: 
 

“III. PRONUNCIAMIENTO: 
 
(…) el artículo 219.1 del RGLOSNCP, establece que los locales especiales de 
propiedad de las entidades contratantes, bienes de uso público, determinados en 
el literal g) del artículo 417 del COOTAD (mercados), pueden ser objeto de 
arrendamiento estableciéndose el pago de una regalía (canon de arrendamiento) 
por dicho concepto, en este sentido es primordial establecer que dichos bienes 
inmuebles no se encuentren sujetos a una modalidad administrativa de 
autorización, licencia o concesión de uso público, razón por la cual los locales 
especiales se arrendarán, preferentemente, a arrendatarios locales. (énfasis y 
subrayado corresponden al texto original). 
 
Se debe considerar lo establecido en el tercer inciso del artículo 99 de la 
LOSNCP, ya que la entidad contratante será la responsable de la aplicación de 
la normativa, en este caso, es ella la que deberá justificar motivadamente la 
pertinencia o no de la contratación de un contrato de arrendamiento, para lo cual, 
se deberá observar lo establecido en el RGLOSNCP, que la preferencia está 
dirigida a arrendatarios locales, ya que para ese caso se podrá cursar 
invitaciones individuales” (lo subrayado me corresponde).  

 
De lo expuesto se advierte que el informe jurídico de la entidad consultante difiere del 
criterio jurídico del SERCOP. Para la entidad consultante la referencia al artículo 417 del 
COOTAD no basta para aplicar el artículo 219.1 del RGLOSNCP al arrendamiento de 

 
5 COA, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 31 de 7 de julio de 2017.  
6 CC, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 46 de 24 de junio de 2005. 
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locales en mercados; mientras que el SERCOP interpreta que la inclusión de estos bienes 
como bienes de uso público – según el COOTAD – habilita expresamente su 
arrendamiento mediante el procedimiento previsto en el artículo 219.1 del reglamento, 
esto es, preferentemente a arrendatarios locales y mediante invitación individual. 
 
2. Análisis. 
 
Con el fin de facilitar el estudio de la materia objeto de la consulta, el análisis se estructura 
en los siguientes puntos: i) Los bienes de los Gobiernos Autónomos Descentralizados; ii) 
Los contratos administrativos de arrendamiento de locales comerciales en bienes de uso 
público; y, iii) Reglas de interpretación de las normas. 
 
2.1. Los bienes de los Gobiernos Autónomos Descentralizados. 
 
De conformidad con el artículo 604 del CC, se denominan bienes nacionales “aquellos 
cuyo dominio pertenece a la Nación (...)”; y, se clasifican en: i) bienes nacionales de uso 
públicos, como el caso de las calles, plazas, puentes y caminos, el mar adyacente y sus 
playas, entre otros; y, ii) bienes fiscales, cuyo uso no corresponde generalmente a los 
habitantes.  

 
Por su parte, el artículo 415 del COOTAD establece que los bienes de los Gobiernos 
Autónomos Descentralizados (en adelante, “GAD”) se dividen en “bienes del dominio 
privado y bienes del dominio público”. Respecto de los bienes de dominio público, el 
inciso segundo del citado artículo determina que estos se subdividen en “bienes de uso 
público y bienes afectados al servicio público”. 

 
En este contexto, el inciso primero del artículo 417 del COOTAD define a los bienes de 
uso público como aquellos “cuyo uso por los particulares es directo y general, en forma 
gratuita”, sin perjuicio de que puedan “ser materia de utilización exclusiva y temporal, 
mediante el pago de una regalía” (lo subrayado me corresponde). Al efecto, la letra g) 
del mencionado artículo 417 del COOTAD incluye en la clasificación de bienes de uso 
público a: “Las casas comunales, canchas, mercados, escenarios deportivos, conchas 
acústicas y otros de análoga función de servicio comunitario” (lo subrayado me 
corresponde).  
 
En cuanto a los bienes afectados al servicio público, el artículo 418 del COOTAD los 
define como: “aquellos que se han adscrito administrativamente a un servicio público de 
competencia del gobierno autónomo descentralizado o que se han adquirido o construido 
para tal efecto”, señalando además que estos “figurarán en el activo del balance del 
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gobierno autónomo descentralizado o de la respectiva empresa responsable del servicio” 
(lo subrayado me corresponde).  
 
En consecuencia, se establece que: i) los bienes del dominio público se subdividen en 
bienes de uso público y bienes afectados al servicio público; ii) los bienes de uso público 
se encuentran fuera del mercado y pueden ser materia de utilización, exclusiva y temporal, 
mediante el pago de una regalía; iii) los mercados constan expresamente como bienes de 
uso público; y, iv) los bienes afectados al servicio público son aquellos que se han adscrito 
administrativamente a un servicio público de competencia del GAD o que se han 
adquirido o construido para tal efecto.  
 
2.2. Los contratos administrativos de arrendamiento de locales comerciales en 
bienes de uso público. 
 
Conforme el artículo 1864 del CC, los arrendamientos de bienes nacionales, municipales 
o de establecimientos públicos, “están sujetos a la Ley de Contratación Pública y otras 
leyes; y en lo que no lo estuvieren, a las disposiciones del presente Título” (lo subrayado 
me corresponde). En el mismo sentido, el inciso tercero del artículo 460 del COOTAD 
establece que los contratos de arrendamiento en los cuales el GAD actúe como arrendador 
“se considerarán contratos administrativos, excepto los destinados para vivienda con 
carácter social” (lo subrayado me corresponde).  
 
Con relación al procedimiento especial aplicable a los contratos de arrendamiento de 
bienes inmuebles, el artículo 59 de la LOSNCP7 determina que: “tanto para el caso en 
que el Estado o una institución pública tengan la calidad de arrendadora como 
arrendataria se sujetará a las normas previstas en el Reglamento de esta Ley” (lo 
subrayado me corresponde). En este orden de ideas, el inciso segundo del artículo 256 del 
RGLOSNCP, referente a los contratos administrativos, reitera que el contrato se regula 
por las normas de la LOSNCP, “las disposiciones de este Reglamento General, por la 
normativa que emita el Servicio Nacional de Contratación Pública; y, supletoriamente, 
por las disposiciones del Código Civil en lo que sean aplicables” (lo subrayado me 
corresponde). 
 
El artículo 210 del RGLOSNCP, dentro del Capítulo IV sobre “PROCEDIMIENTOS 
ESPECIALES”, dispone que las contrataciones reguladas en ese capítulo “tienen reglas 
específicas por la naturaleza de su objeto contractual, por lo que se aplicarán sus 
regulaciones específicas establecidas en la Ley Orgánica del Sistema Nacional de 

 
7 LOSNCP, Título III “DE LOS PROCEDIMIENTOS”, Capítulo V “PROCEDIMIENTOS ESPECIALES”, Sección IV “DEL 
ARRENDAMIENTO DE BIENES INMUEBLES”. 
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Contratación Pública, este Reglamento” y las resoluciones que emita el SERCOP, 
precisando que: “Supletoriamente, en lo no previsto para los procedimientos especiales, 
se regirán por las disposiciones comunes” (lo subrayado me corresponde). 
 
En este marco, el artículo 219.1 del RGLOSNCP – incorporado mediante Decreto 
Ejecutivo No. 436 – regula el procedimiento especial para el arrendamiento de bienes 
inmuebles y establece: 
 

“Los contratos de arrendamiento de locales comerciales, tales como, quioscos, 
stands, cabinas, islas, casetas y establecimientos similares, en bienes de uso 
público conforme el artículo 417 del Código Orgánico de Organización 
Territorial Autonomía y Descentralización, siempre que no respondan a una 
modalidad administrativa de autorización, licencia o concesión de uso público, 
se arrendarán, preferentemente, a arrendatarios locales, pudiéndose cursar 
invitaciones individuales, sin necesidad de aplicar lo previsto en el artículo 
anterior” (el subrayado me corresponde).  
 

El inciso final del citado artículo 219.1 del RGLOSNCP agrega que, en los casos 
señalados, “el arrendatario no requiere estar inscrito y habilitado en el RUP”, y una vez 
realizada la contratación “será obligación de la entidad contratante publicar la 
información del contrato en la herramienta que el SERCOP determine para el efecto”. 
 
Finalmente, el artículo 220 del RGLOSEP dispone que en lo relacionado con la selección 
del arrendador o arrendatario se aplicarán los requisitos y procedimientos determinados 
por el SERCOP, además de las normas del CC, la Ley de Inquilinato y el Código de 
Comercio. Así, en la fase de ejecución contractual se aplicará la Ley de Inquilinato; y, en 
lo no previsto en el contrato ni en dicha ley, regirá la LOSNCP 
 
De lo citado se desprende que: i) los contratos de arrendamiento en los cuales los GAD 
son arrendadores constituyen contratos administrativos sujetos a la LOSNCP y el 
RGLOSNCP; ii) el artículo 219.1 del RGLOSNCP establece un procedimiento especial 
aplicable al arrendamiento de locales en bienes de uso público – como los mercados –, 
permitiendo su adjudicación, de manera preferente, a arrendatarios locales mediante 
invitación individual; y, iii) los bienes inmuebles sujetos a la aplicación del artículo 219.1 
del RGLOSNCP se encuentran exentos del procedimiento previsto en el artículo 219 
ibidem. 
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2.3. Reglas de interpretación de las normas. 
 
El numeral 7 del artículo 3 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional8 (en adelante, “LOGJCC”), en concordancia con el numeral 1 del artículo 
18 del CC prevén que “Cuando el sentido de la ley es claro, no se desatenderá su tenor 
literal”.  
 
En ese sentido, el artículo 219.1 del RGLOSNCP resulta claro y preciso respecto del 
procedimiento aplicable al arrendamiento de locales comerciales en bienes de uso 
público. 
 
Adicionalmente, los numerales 5 y 6 de la LOGJCC 
 

“5. Interpretación sistemática.- Las normas jurídicas deberán ser interpretadas 
a partir del contexto general del texto normativo, para lograr entre todas las 
disposiciones la debida coexistencia, correspondencia y armonía. 
 
6. Interpretación teleológica.- Las normas jurídicas se entenderán a partir de 
los fines que persigue el texto normativo” (lo subrayado me corresponde). 

 
Por lo tanto, se concluye que todos los contratos de arrendamiento de locales comerciales 
que se encuentren en bienes de uso público, como es el caso de los mercados, deben 
arrendarse, preferentemente, a arrendatarios locales, pudiéndose cursar invitaciones 
individuales, siempre que no respondan a una modalidad administrativa de autorización, 
licencia o concesión de uso público. En este sentido, es necesario recordar que los bienes 
de uso público se encuentran clasificados de forma expresa en el artículo 417 del 
COOTAD.  
 
3. Pronunciamiento. 
 
En atención a los términos de la consulta, se concluye que, de conformidad con lo previsto 
en los artículos 3, numerales 5, 6 y 7, de la LOGJCC; el numeral 1 del artículo 18 del CC; 
y el literal g) del artículo 417 del COOTAD, para efectos de la adjudicación de los 
contratos de arrendamiento de locales comerciales (cubículos internos y locales externos), 
ubicados en mercados municipales, se debe observar lo establecido en el artículo 219.1 
del RGLOSNCP. 
 
El presente pronunciamiento es obligatorio para la Administración Pública y se limita a 

 
8 LOGJCC, publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 52 de 22 de octubre de 2009.   

18



 
 
 
 
 
 
 

 
 

GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO MUNICIPAL 
DEL CANTÓN LORETO 

0007585-2025 
Página. 8 

 
 

la inteligencia y aplicación general de normas jurídicas. Su aplicación a casos 
institucionales específicos es de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante y de 
cualquier otra entidad pública que lo aplique. 
 
Atentamente,  
 
 
 
 
Rodrigo Iván Constantine Sambrano 
PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO, SUBROGANTE 
 
 
C.C.  Ing. Deborah Cristine Jones Faggioni 

Directora General del Servicio Nacional de Contratación Pública 
 
  

Firmado electrónicamente por: 

RODRIGO IVAN 
CONSTANTINE 
SAMBRANO
 
Validar únicamente con FirmaEC
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Oficio No. 11530 
 
 
Quito, D.M., 21 de mayo de 2025 
 
 
Economista  
Richard Oswaldo Calderón Saltos 
PREFECTO  
GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO PROVINCIAL DE IMBABURA 
Ibarra.  
 
 
De mi consideración:  
 
Mediante oficio No. PCI-P-2025-0101-O, de 27 de febrero de 2025, ingresado en el correo 
institucional de la Procuraduría General del Estado en la misma fecha, se formuló la siguiente 
consulta: 
 

“Primera.- En aplicación a lo dispuesto (sic) el inciso final del artículo 50 de la Ley Orgánica 
del Sistema Nacional de Contratación Pública, en el caso de que una PERSONA NATURAL 
se encuentre adjudicada previamente un contrato de cotización de obra en el Gobierno 
Autónomo Descentralizado Provincial de Imbabura, ¿Si esta PERSONA NATURAL es socio 
y/o accionista de una PERSONA JURÍDICA, puede esta PERSONA JURÍDICA obtener una 
nueva adjudicación por el mismo procedimiento en la misma entidad?; y, 
 
Segunda.- En aplicación a lo dispuesto el inciso final del artículo 50 de la Ley Orgánica del 
Sistema Nacional de Contratación Pública, en el caso de que una PERSONA JURÍDICA (A) 
se encuentre adjudicada previamente un contrato de cotización de obra en el Gobierno 
Autónomo Descentralizado Provincial de Imbabura, ¿Si uno o varios de los socios y/o 
accionistas que integran la PERSONA JURIDICA (A), conforman una nueva PERSONA 
JURIDICA (B), puede la PERSONA JURIDICA (B) obtener una nueva adjudicación por el 
mismo procedimiento en la misma entidad?”. 

 
Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente: 
 
1. Antecedentes. - 
 
Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que: 
 
El informe jurídico contenido en memorando No. PCI-PS-2024-0356-M, de 31 de diciembre de 
2024, suscrito por la Procuradora Síndica del Gobierno Autónomo Descentralizado Provincial 
de Imbabura (en adelante, “GADP Imbabura”), citó los artículos 1, 1.1, 1.2, 4, 5, 6, 7, 9, 10, 15, 
50 y 106.1 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública1 (en adelante, 
“LOSNCP”); los artículos 1.1, 8, 40.1, 40.2, 336, 339, 351, 352 y 353 del Reglamento General 

                                       
1 LOSNCP, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 395 de 04 de agosto de 2008. 
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a la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública2 (en adelante “RGLOSNCP”); 
el artículo 114.1 de la Normativa Secundaria del Sistema Nacional de Contratación Pública3 (en 
adelante, “Normativa Secundaria”); y los artículos 2 y 11 de la Ley Orgánica de Regulación y 
Control del Poder de Mercado4 (en adelante, “LORCPM”), sobre cuya base concluyó lo 
siguiente: 

 
“III. CRITERIO JURÍDICO. 
 
Con relación a su primera consulta, considerando: (i) el análisis efectuado; (ii) que las personas 
jurídicas, por tener personalidad jurídica propia, son distintas a las personas naturales que 
conforma su paquete accionario o societario, por lo que, en materia de contratación pública 
serían proveedores distintos; y, (iii) que la prohibición establecida en último inciso del artículo 
50 de la LOSNCP comprende a la adjudicación directa (Personas Naturales) y a la 
adjudicación a consorcios, esta Procuraduría Síndica estima sí se podría adjudicar a una 
persona jurídica un contrato derivado de un procedimiento de cotización de obras, aun 
cuando a uno o a varios de sus socios se les haya adjudicado otro procedimiento de cotización 
de obras en forma directa; es decir, como personas naturales; siempre y cuando, en la 
evaluación de las ofertas no haya sido posible detectar el cometimiento de una infracción que 
afecte el complimiento (sic) de los principios y objetivos del SNCP, conforme al análisis 
efectuado en el presente memorando. 
 
En cuanto a su segunda consulta, sobre la base de los mismos considerandos que sustentaron el 
criterio jurídico emitido en el párrafo inmediato anterior, esta Procuraduría Síndica estima sí se 
podría adjudicar a una persona jurídica un contrato derivado de un procedimiento de 
cotización de obras, aun cuando a otra persona jurídica, con uno o varios socios o accionistas 
en común, se le haya adjudicado, previamente, otro procedimiento de cotización de obras; 
siempre y cuando, en la evaluación de las ofertas no haya sido posible detectar el 
cometimiento de una infracción que afecte el complimiento de los principios y objetivos del 
SNCP, conforme al análisis efectuado en el presente memorando” (Énfasis añadido). 
 

A fin de contar con mayores elementos de análisis, mediante oficios No. 10678 y No. 10905 de, 
10 y 28 de marzo de 2025, respectivamente, la Procuraduría General del Estado solicitó e 
insistió al Servicio Nacional de Contratación Pública (en adelante “SERCOP”), que remita su 
criterio jurídico institucional sobre la materia objeto de la consulta. El requerimiento fue 
atendido por el Coordinador General de Asesoría Jurídica del SERCOP con oficio No. 
SERCOP-CGAJ-2025-0033-OF, de 7 de abril de 2025, ingresado en este organismo el mismo 
día. 
 
El criterio jurídico del SERCOP citó los artículos 82, 226, 227, 233, 288, 424 y 425 de la 
Constitución de la República del Ecuador5 (en adelante, “CRE”); el artículo 14 del Código 

                                       
2 RLOSNCP, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 458 de 20 de junio 2022. 
3 Normativa Secundaria SNCP, expedida mediante Resolución No. R.E-SERCOP-2023-0134, publicada en el Suplemento del 
Registro Oficial No. 367 de 03 de agosto de 2023. 
4 LORCPM, publicada en Suplemento del Registro Oficial No. 555 de 13 de octubre de 2011. 
5 CRE, publicada en el Registro Oficial No.449 de 20 de octubre de 2008. 

21



 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

CONSEJO PROVINCIAL DE IMBABURA 
0007657.-2025  

Página. 3 
 

 

Orgánico Administrativo6 (en adelante, “COA”); los artículos 22, 48 numeral 3, 49, 51, 81, 99 y 
Disposición General Segunda de la LOSNCP; el artículo 317 del RGLOSNCP; y el artículo 17 
de la Ley de Compañías7 (en adelante, “LC”), con base en los cuales manifestó y concluyó lo 
siguiente: 
 

“III. PRONUNCIAMIENTO: 
 
Respecto a sus interrogantes, los artículos 48, 49, 50 y 51 de la LOSNCP establecen 
restricciones para la adjudicación de contratos de obra mediante los procedimientos de 
licitación, cotización y menor cuantía. 
 
La restricción limita a que el contratista puede mantener solo un contrato de obra con la misma 
entidad contratante y por el mismo procedimiento de contratación hasta que las partes 
suscriban el acta de entrega recepción provisional, dejando claro que no existe restricción si el 
mismo proveedor/contratista, participa en otro tipo de procedimiento de contratación de 
ejecución de obra con la misma entidad contratante. 
 
El artículo 67 de la Ley ibídem establece que, en cualquier proceso precontractual, pueden 
participar consorcios o asociaciones de personas naturales y/o jurídicas, constituidos o por 
constituirse; en el caso de consorcios o asociaciones por constituirse en menester presentar el 
compromiso de la misma en la oferta. No obstante, para la celebración de los contratos con una 
asociación o consorcio será requisito previo la presentación de la escritura pública mediante la 
cual se haya celebrado el contrato de asociación o consorcio, escritura en la que debe constar 
la designación del apoderado; así también lo establece el artículo 43 de la Normativa 
Secundaria del Sistema Nacional de Contratación Pública [en adelante NSSNCP]. 
 
La participación en una asociación o un consorcio por parte de sus partícipes, no reviste la 
pérdida de su personería jurídica, pues la asociación o consorcio no constituye una persona 
jurídica diferente. 
 
En consecuencia, al adjudicarse un contrato a asociaciones o consorcios, cada uno de los 
proveedores partícipes será responsable en forma solidaria e indivisible por el cumplimiento de 
las obligaciones derivadas de la oferta y el contrato. 
 
Aclarando la primera interrogante, si una persona natural suscribe un contrato de ejecución de 
obra bajo cierta modalidad de procedimiento de contratación con determinada entidad, bien 
podría una persona jurídica (cuyo paquete accionario se integre por la misma persona natural) 
suscribir un contrato de obra bajo la misma modalidad de procedimiento de contratación de 
obra y con la misma entidad, en virtud que no existe ninguna restricción legal. 
 
Al respecto, el artículo 17 de la Ley de Compañías, que establece: ‘La compañía, creada por 
acto unilateral o por contrato, goza de personalidad jurídica propia y, en consecuencia, 
constituye un sujeto de derecho distinto de sus socios, accionistas y administradores. (…)’. 
[Énfasis añadido]. 

                                       
6 COA, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 31 de 07 de julio de 2017. 
7 LC, publicada en el Registro Oficial No. 312 de 05 de noviembre de 1999. 
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De igual manera, respecto a la segunda interrogante, en caso que una persona natural forme 
parte de una persona jurídica previamente adjudicada en un contrato en la cual sus socios 
deciden constituir una nueva compañía, bien podría esta nueva persona jurídica resultar 
adjudicada con un nuevo contrato de obra pública con la misma entidad contratante y bajo el 
mismo tipo de procedimiento de contratación de obra, concordante con lo expuesto ut supra, ya 
que una persona jurídica constituye un sujeto distinto a sus 
socios y/o accionistas, razón por la cual tampoco existe ningún tipo de prohibición o limitación 
legal. 
 
Es menester señalar que los actos colusorios en materia de contratación pública, serán puestos 
en conocimiento de la Superintendencia de Competencia Económica, con el fin de que, en el 
ámbito de sus atribuciones establecidas en la Ley Orgánica de Regulación y Control del Poder 
del Mercado, proceda a sustanciar el procedimiento administrativo sancionatorio y de ser el 
caso imponer las sanciones correspondientes. 
 
Respecto a la vinculación en materia de contratación pública, las entidades contratantes deben 
verificar lo prescrito en el Anexo 5 de la Normativa Secundaria del Sistema Nacional de 
Contratación Pública, para lo cual se deja constancia que la (sic) dichas vinculaciones ocurren 
siempre que dos o más ofertas incurran en algunos de los presupuestos planteados en dicho 
anexo, dentro del mismo procedimiento de contratación pública. 
 
Por otro lado, el artículo 106.1 de la LOSNCP establece que el SERCOP podrá suspender 
definitivamente los procedimientos de contratación en los cuales exista vinculación o colusión 
según lo determinado en la Ley ibídem, dentro de cualquiera de las fases de contratación; 
siendo competencia de la entidad contratante descalificar a los proveedores participantes en 
los procedimientos de contratación pública si se hallaren vinculaciones o prácticas colusorias 
según las disposiciones de la LOSNCP. 
 
En la misma línea, el artículo 353 letra c) del RGLOSNCP, señala que el SERCOP podrá 
suspender definitivamente un procedimiento precontractual, cuando los organismos competentes 
(Superintendencia de Competencia Económica), detecten que existe vinculación o colusión. La 
decisión de declaratoria de desierto a causa de una suspensión definitiva le corresponderá a la 
entidad contratante, la cual deberá ser debidamente comunicada al Servicio Nacional de 
Contratación Pública. 
 
Dilucidando respecto al tema de vinculación de oferentes, es oportuno indicar que una persona 
natural no podrá participar en un mismo procedimiento de contratación en donde se presente 
en calidad de oferente una persona jurídica del cual sea socio. En caso de incurrir en este 
accionar, dicha conducta se enmarcaría en los presupuestos normativos de vinculación; no así, 
si la persona natural posee un contrato previamente suscrito y participa como socio de una 
persona jurídica en un procedimiento de contratación pública distinto” (énfasis corresponde al 
texto original). 

 
De lo expuesto se observa que, tanto el informe jurídico de la consultante, como el criterio 
jurídico del SERCOP (en relación con la primera pregunta), coinciden en señalar que no existe 
impedimento legal para que una persona jurídica, que incluya en su paquete accionario a una 
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persona natural previamente adjudicada, pueda ser adjudicada nuevamente por el mismo 
procedimiento y ante la misma entidad. 

 
Asimismo, respecto de la segunda pregunta, ambas instituciones coinciden en que sí es 
jurídicamente procedente adjudicar un contrato de obra a una persona jurídica, aun cuando 
previamente se haya adjudicado otro contrato a una persona jurídica distinta con socios o 
accionistas en común, dado que cada persona jurídica constituye un sujeto independiente. 

 
Aclara el SERCOP que lo manifestado previamente no obsta de que las entidades 
correspondientes deban verificar la existencia de vinculación o actos colusorios en materia de 
contratación pública, en cuyo caso se procederá conforme a la LOSNCP, la LORCPM y demás 
normativa aplicable para el efecto.  
 
2. Análisis. - 
 
Para facilitar el estudio de la consulta planteada, el análisis abordará los siguientes puntos: i) 
Normas comunes a los procedimientos de contratación pública y a los contratistas; ii) Formas de 
presentación de ofertas previstas en la LOSNCP; y, iii) Procedimientos de contratación 
aplicables a ejecución de obras. 
 
2.1. Normas comunes a los procedimientos de contratación pública y a los contratistas. -  
 
De acuerdo con los artículos 82 y 226 de la CRE, el derecho a la seguridad jurídica se garantiza 
a través de la existencia de normas previas, claras y públicas aplicadas por las autoridades 
competentes, considerando, para el efecto, que los servidores públicos sólo pueden ejercer las 
competencias y facultades atribuidas en el ordenamiento jurídico. 
 
Por su parte, el artículo 288 de la CRE dispone que las “compras públicas cumplirán con 
criterios de eficiencia, transparencia, calidad, responsabilidad ambiental y social”, priorizando 
los productos y servicios nacionales, en particular los provenientes de la economía popular y 
solidaria, y de las micro, pequeñas y medianas unidades productivas. 
 
Al respecto, la LOSNCP establece el Sistema Nacional de Contratación Pública (en adelante, 
“SNCP”), y determina los “principios y normas para regular los procedimientos de 
contratación para la adquisición o arrendamiento de bienes, ejecución de obras y prestación de 
servicios, incluidos los de consultoría”, que realicen los organismos y entidades del sector 
público, según lo prevé el artículo 1. Así también, el artículo 1.1 ibídem prevé como objetivos 
adicionales del SNCP la “prevención de lavado de activos, lucha contra la corrupción, el 
blanqueo de capitales, los delitos asociados a la criminalidad y el fortalecimiento institucional 
(…)”.  
 
En esta misma línea, el numeral 5 del artículo 6 de la LOSNCP define que la Contratación 
Pública se refiere a “todo procedimiento concerniente a la adquisición o arrendamiento de 
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bienes, ejecución de obras públicas o prestación de servicios incluidos los de consultoría”. Por 
su parte, el artículo 9 ibidem establece quelos siguientes objetivos prioritarios del Estado: “2. 
Garantizar la ejecución plena de los contratos y la aplicación efectiva de las normas 
contractuales; (…) 3. Garantizar la transparencia y evitar la discrecionalidad en la 
contratación pública”. 
 
El artículo 14 de la LOSNCP establece que el control del SNCP será “intensivo, 
interrelacionado y completamente articulado”, abarcando la fase precontractual, la de ejecución 
del contrato y la de su posterior evaluación. En este contexto, corresponde al SERCOP verificar: 
“2. El uso obligatorio de los modelos precontractuales, contractuales oficializados por el 
Servicio Nacional de Contratación Pública”, así como: “5. Que los proveedores seleccionados 
no presenten inhabilidad o incapacidad alguna hasta el momento de la contratación”. 
 
Adicionalmente, la inhabilidad especial prevista en el numeral 6 del artículo 63 de la LOSNCP 
señala que no podrán contratar con la Entidad Contratante “Los oferentes que, con respecto a 
su participación durante el procedimiento precontractual, el SERCOP haya determinado la 
existencia de una vinculación de conformidad con lo previsto en las definiciones de esta Ley”. 
 
En esta línea, el artículo 106.1 de la LOSNCP dispone que el SERCOP podrá suspender 
definitivamente un procedimiento de contratación cuando “exista vinculación o colusión según 
lo determinado en esta Ley. Dentro de cualquiera de las fases de contratación”; y, la entidad 
contratante “descalificará a los proveedores participantes en los procedimientos de 
contratación pública si se hallaren vinculaciones o prácticas colusorias según las disposiciones 
vigentes de la presente Ley”. 
 
Respecto de la verificación de vinculaciones o colusión en los procedimientos de contratación 
pública, deberán observarse las disposiciones contenidas en la Ley Orgánica de Regulación y 
Control del Poder de Mercado8 (en adelante, “LORCPM”), el Anexo 5 de la Normativa 
Secundaria SNCP que establece los “Lineamientos de Vinculación Específica Aplicables a los 
Procedimientos de Contratación Pública”, y demás normativa aplicable. 
 
Sobre este punto, en el oficio 11258, de 28 de abril de 2025, esta Procuraduría manifestó lo 
siguiente: 
 

“(…) los literales a) y f) del artículo 336 del RGLOSNCP, en cuanto a las atribuciones 
específicas en el ámbito de control, dispone que este órgano deberá realizar ‘El monitoreo 
constante de los procedimientos que se ejecuten en el marco del Sistema Nacional de 
Contratación Pública, desde su publicación, así como ‘Suspender los procedimientos de 
contratación pública en los casos establecidos en este Reglamento’. (…) En síntesis, de las 
disposiciones analizadas se desprende que: i) en materia de contratación pública debe 
cumplirse con los principios establecidos en los artículos 288 de la CRE y 4 de la LOSNCP, 
precautelando los intereses públicos y la debida ejecución de los contratos; ii) el SERCOP, 

                                       
8 LORCPM, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 555 de 13 de octubre de 2011. 
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como ente rector del SNCP, tiene competencias tanto normativas como de control para 
asegurar el cumplimiento de los procedimientos de contratación pública (…)” (énfasis 
añadido). 

 
2.2. Formas de presentación de ofertas previstas en la LOSNCP 
 
En los procedimientos contemplados por la LOSNCP, los oferentes inscritos en el Registro 
Único de Proveedores (en adelante, “RUP”), “sean personas naturales o jurídicas, podrán 
presentar sus ofertas individualmente, asociadas, o con compromiso de asociación o 
consorcio”, según lo dispone el artículo 26 de esa ley. En este sentido, el artículo 67 ibídem 
establece que en cualquier proceso precontractual “pueden participar consorcios o 
asociaciones de personas naturales y/o jurídicas, constituidos o por constituirse, en este 
último caso presentando el compromiso de asociación o consorcio correspondiente” (énfasis 
añadido).  
 
Conforme al artículo 34 de la Normativa Secundaria SNCP, las entidades contratantes deberán 
requerir de manera obligatoria, en los pliegos de cada procedimiento de contratación, “la 
determinación clara de la identidad de los accionistas, partícipes o socios mayoritarios de cada 
uno de los oferentes que sean personas jurídicas”. A su vez, cuando el referido accionista, 
partícipe, o socio mayoritario de aquella, sea una persona jurídica se deberá identificar a sus 
accionistas, partícipes, o socios, hasta transparentar la estructura de propiedad a nivel de 
personas naturales, con excepción de las entidades de derecho público o personas jurídicas que 
cotizan en bolsa de valores. 
 
Por su parte, el artículo 35 de la citada normativa prevé que la declaración e identificación del 
beneficiario final deberá efectuarse respecto de todas las personas jurídicas y/o naturales; 
incluidas aquellas que formen parte de compromisos de asociación o consorcios. Esta 
identificación se realizará en la etapa de entrega de las ofertas.  
 
El artículo 43 de la referida normativa señala que: 
 

“Las personas naturales y las personas jurídicas legalmente constituidas y que constaren 
habilitadas en el RUP, como proveedores, tienen derecho a presentar ofertas en forma 
asociada, en los procedimientos de contratación previstos por la Ley Orgánica del Sistema 
Nacional de Contratación Pública. 
 
“La participación en una asociación o un consorcio, no reviste respecto de cada uno de los 
proveedores partícipes la pérdida de su personería jurídica, pues la asociación o consorcio no 
constituye una persona jurídica diferente. En consecuencia, al adjudicarse un contrato a 
asociaciones o consorcios, cada uno de los proveedores partícipes será responsable en forma 
solidaria e indivisible por el cumplimiento de las obligaciones derivadas de la oferta y el 
contrato” (énfasis añadido). 
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Por otra parte, de conformidad con el artículo 40 del Código Civil9 (en adelante, “CC”), las 
personas se clasifican en “naturales o jurídicas”. El artículo 41 ibídem define como personas 
todos los individuos de la especie humana, cualesquiera que sean su edad, sexo o condición; 
mientras que el artículo 564 ibidem define a la persona jurídica como “una persona ficticia, 
capaz de ejercer derechos y contraer obligaciones civiles, y de ser representada judicial y 
extrajudicialmente”. 
 
Así, el artículo 17 de la LC establece que, “La compañía, creada por acto unilateral o por 
contrato, goza de personalidad jurídica propia y, en consecuencia, constituye un sujeto de 
derecho distinto de sus socios, accionistas y administradores”. Sin embargo, la distinción 
prevista no tendrá lugar cuando se comprobare que la compañía fue utilizada en fraude a la ley o 
con fines abusivos en perjuicio de terceros, sin perjuicio de la nulidad absoluta de dichos actos 
(énfasis añadido). 
 
El tercer inciso de la norma citada establece que se incurrirá en fraude a la ley cuando una 
compañía haya sido utilizada como un mero instrumento para “evadir alguna obligación o 
prohibición legal o contractual, mediante simulación o cualquier otra vía de hecho 
semejante”. Por su parte, “se incurrirá en el abuso de la personalidad jurídica cuando una 
compañía, de manera deliberada, hubiere sido utilizada con intención de causar daño a 
terceros o para alcanzar un propósito ilegítimo”. 
 
El artículo 30 de la LC dispone que, “Los que contrataren a nombre de compañías en 
formación serán personal, solidaria e ilimitadamente responsables por el cumplimiento de las 
obligaciones contraídas en representación de la compañía en formación, así como por los actos 
y contratos celebrados a nombre de ella”. Sin embargo, la responsabilidad solidaria de quienes 
contrataren o actuaren a nombre de compañías en formación cesará si tales actos o contratos son 
ratificados por parte de la compañía. 
 
Por otro lado, el artículo 32 de la LOSNCP establece que la adjudicación del contrato 
corresponde a la máxima autoridad de la Contratante, la cual “adjudicará el contrato, al 
oferente cuya propuesta represente el mejor costo”, según los términos previstos en los 
numerales 17, 18 y 19 del artículo 6 de la citada ley y a los parámetros objetivos de evaluación 
previstos en cada procedimiento. 
 
Adicionalmente, de acuerdo con el artículo 36 de la LORCPM, la Superintendencia de 
Competencia Económica (en adelante, “SCE”) es un organismo técnico de control con 
capacidad sancionatoria, que tiene como finalidad “hacer cumplir a los operadores económicos 
de los sectores público, privado y de la economía popular y solidaria todo lo dispuesto en la 
presente Ley” para lo cual contará con amplias atribuciones. 
 

                                       
9 COA, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 31 de 07 de julio de 2017. 
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Dichas atribuciones de control incluyen al Sistema Nacional de Contratación Pública, respecto 
del cual el artículo 41 del Reglamento para la aplicación de la Ley Orgánica de Regulación y 
Control del Poder de Mercado10 (en adelante, “RLORCPM”) prevé: 
 

“Art. 41.- Compras públicas.- La Superintendencia de Control del Poder de Mercado podrá 
implementar sistemas y mecanismos de monitoreo de los procesos de contratación y 
subcontratación realizados por operadores económicos contratantes del Estado, con el fin de 
vigilar que se observen y apliquen los principios, derechos y obligaciones consagrados en la 
Ley, incluyendo las subcontrataciones que realicen las entidades previstas en el numeral 8 del 
artículo 2 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública en calidad de 
contratistas, sea que apliquen o no los procedimientos de selección previstos en dicha ley.” 

 
De lo expuesto se desprende que: i) para participar en los procesos de compras públicas, los 
oferentes pueden ser personas naturales o jurídicas, y actuar de forma individual, asociadas o 
con compromiso de asociación o consorcio. En estos últimos, previo a la celebración de un 
contrato, presentarán la escritura pública de celebración del contrato de asociación o consorcio; 
ii) la participación en una asociación o un consorcio no implica la pérdida de su personería 
jurídica de los partícipes, ya que dicha asociación o consorcio no constituye una persona 
jurídica diferente, por lo cual cada uno de los proveedores partícipes es responsable en forma 
solidaria e indivisible por el cumplimiento de las obligaciones derivadas de la oferta y el 
contrato; iii) las entidades contratantes están obligadas a requerir, en los pliegos de cada 
procedimiento de contratación la identificación clara de los accionistas, partícipes o socios 
mayoritarios de cada uno de los oferentes que sean personas jurídicas así como, la identificación 
de los beneficiarios finales; y, iv) conforme la LC, la compañía goza de personalidad jurídica 
propia y constituye un sujeto de derechos distinto de sus socios, accionistas y administradores; 
dicha distinción no tendrá lugar cuando se comprobare su utilización en fraude a la ley o con 
fines abusivos en perjuicio de terceros. 
 
2.3. Procedimientos de contratación aplicables a ejecución de obras. - 
 
La LOSNCP, dentro del régimen común, establece varios procedimientos de contratación 
pública para la ejecución de obras. En efecto, el numeral 3 del artículo 48 de esa ley dispone que 
se utilizará el procedimiento de licitación “Para contratar la ejecución de obras, cuando su 
presupuesto referencial sobrepase el valor que resulte de multiplicar el coeficiente 0,00003 por 
el monto del Presupuesto inicial del Estado del correspondiente ejercicio económico” (el 
énfasis me corresponde). 
 
En el mismo sentido, el numeral 2 del artículo 50 de la LOSNCP dispone que se utilizará el 
procedimiento de cotización para “La contratación para la ejecución de obras, cuyo 
presupuesto referencial oscile entre 0,000007 y 0,00003 del presupuesto inicial del Estado del 
correspondiente ejercicio económico” (el énfasis me corresponde). 
 

                                       
10 RLORCPM, publicado en el Registro Oficial 697 de 07 de mayo de 2012, última reforma el 18 de octubre de 2022. 
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Adicionalmente, el numeral 2 del artículo 51 ibidem, relativo a las contrataciones de menor 
cuantía, prevé que se utilizará dicho procedimiento para “Las contrataciones de obras, cuyo 
presupuesto referencial sea inferior al 0,000007 del Presupuesto Inicial del Estado del 
correspondiente ejercicio económico” (énfasis añadido). 
 
Se constata que la LOSNCP establece varios procedimientos diferenciados para la ejecución de 
obras públicas, según el monto del presupuesto referencial: licitación, cotización o menor 
cuantía. Asimismo, para cada una de estas modalidades, la normativa vigente establece 
restricciones específicas para aquellos contratistas que ya mantienen contratos vigentes por la 
misma clase de objeto contractual y con la misma entidad contratante.  
 
En ese sentido, el artículo 49 de esa ley, que se refiere al criterio de redistribución en licitación 
de obras, dispone que “El proveedor que haya sido adjudicado previamente un contrato en 
una licitación de obras, no podrá obtener la adjudicación de un nuevo contrato de obra en la 
misma entidad contratante y por el mismo procedimiento de contratación, sea por 
adjudicación directa o consorcio, hasta que obtenga la recepción provisional de la obra 
anterior” (énfasis añadido). 
 
Con respecto de los procedimientos de cotización, el inciso final del artículo 50 de la LOSNCP 
dispone que “El proveedor que haya sido adjudicado previamente un contrato en una 
cotización de obras, no podrá obtener la adjudicación de un nuevo contrato de obra en la 
misma entidad contratante y por el mismo procedimiento de contratación, sea por 
adjudicación directa o consorcio, hasta que obtenga la recepción provisional de la obra 
anterior” (énfasis añadido). 
 
En el caso de las contrataciones por menor cuantía, el inciso segundo a continuación del 
numeral 3 del artículo 51 de la LOSNCP dispone que “Aquellos proveedores que a la fecha de 
la publicación del procedimiento mantuvieran vigentes contratos de ejecución de obra, 
adjudicados a través del procedimiento de menor cuantía, cuyos montos individuales o 
acumulados igualaren o superaren el coeficiente establecido en el numeral 2 de este artículo, 
no podrán participar en procedimiento de menor cuantía de obras alguno hasta que hayan 
suscrito formalmente la recepción provisional de el o los contratos vigentes” (énfasis 
añadido). 
 
El antepenúltimo inciso de la norma en cita agrega que “En el caso de obras, mientras no exista 
recepción provisional de un contrato adjudicado previamente a través de un procedimiento de 
menor cuantía de obras, este contratista no podrá adjudicarse otro contrato por este 
procedimiento en la misma entidad contratante, sea por adjudicación directa o consorcio” 
(énfasis añadido). 
 
En ese contexto, los incisos segundo y tercero del artículo 81 de la LOSNCP disponen que: “En 
los contratos de ejecución de obra, así como en los contratos integrales por precio fijo 
existirán una recepción provisional y una definitiva”; y que “(…) en las contrataciones en que 
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se pueda receptar las obras, bienes o servicios por etapas o de manera sucesiva, podrán 
efectuarse recepciones parciales”. En concordancia con lo anterior, el artículo 317 del 
RGLOSNCP prescribe que “Exclusivamente para el caso de obras operará 
una recepción provisional al momento de culminarse la construcción de la obra, y 
una recepción definitiva luego de transcurridos al menos seis (6) meses desde la 
última recepción provisional” (énfasis añadido). 
 
De lo expuesto se observa que: i) la LOSNCP establece procedimientos específicos para la 
contratación pública para la ejecución de obras como licitación, cotización o menor cuantía en 
obras; ii) la normativa prevé, para cada modalidad de contratación de obras, que un proveedor 
previamente adjudicado con un contrato de obra en una determinada entidad y por un mismo 
procedimiento no podrá obtener una nueva adjudicación en tanto no se haya suscrito y 
formalizado la recepción provisional de la obra, ya sea por adjudicación directa o 
mediante la figura de consorcio; iii) la normativa vigente no establece restricciones para 
futuras adjudicaciones de obras cuando el contratista —sea persona natural o jurídica—
forme parte accionaria de una tercera persona jurídica que resulte adjudicataria dentro 
del mismo procedimiento y ante la misma entidad; iv) para el caso de obras, exclusivamente, 
opera una recepción provisional al momento de culminarse la construcción de la obra, y una 
recepción definitiva luego de transcurridos al menos seis (6) meses desde la última recepción 
provisional. 
 
3. Pronunciamiento.  
 
En atención a los términos de la primera consulta se concluye que, de conformidad con los 
artículos 26, 50 y 67 de la LOSNCP, el artículo 17 de la Ley de Compañías y el artículo 43 de la 
Normativa Secundaria, no existe prohibición legal para que una persona jurídica pueda obtener 
una nueva adjudicación por el mismo procedimiento de contratación pública conducido por una 
misma entidad, aun cuando uno de sus socios o accionistas sea una persona natural que haya 
sido previamente adjudicataria de un contrato de cotización de obras, siempre que se cumplan 
los requisitos legales aplicables. 
 
Respecto de la segunda consulta, y con base en el precitado fundamento jurídico, tampoco 
existe prohibición legal para que una persona jurídica obtenga una nueva adjudicación por el 
mismo procedimiento de contratación pública conducido por una misma entidad, en el caso de 
que uno o varios de sus socios o accionistas formen parte de otra persona jurídica que haya sido 
previamente adjudicataria de un contrato de cotización de obras. Lo anterior se sustenta en el 
hecho de que cada persona jurídica constituye un sujeto de derechos distinto, 
independientemente de la identidad de sus socios o accionistas. 
 
Sin perjuicio de lo expuesto, se recuerda que corresponde a la SCE, en el ámbito de sus 
competencias y de considerar la existencia de conductas que incumplan lo previsto en la 
LORCPM, podrá ejercer sus facultades de control y sanción, conforme lo previsto en los 
artículos 33, 36 y 38 de dicha Ley. 
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Asimismo, corresponde a la entidad contratante verificar que las personas naturales y jurídicas 
participantes en los procesos de contratación pública cumplan con los requisitos legales 
aplicables a cada caso, evitando la existencia de vinculaciones, actos colusorios o recurrencia, 
conforme a lo previsto en la LOSNCP, la normativa secundaria y demás disposiciones 
complementarias. 
 
El presente pronunciamiento es obligatorio para la Administración Pública y se limita a la 
inteligencia y aplicación general de normas jurídicas. Su aplicación a casos institucionales 
específicos es de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante y de cualquier otra entidad 
pública que lo aplique. 
 
Atentamente, 
 
 
 
Rodrigo Constantine Sambrano  
PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO, SUBROGANTE  
 
 
C.C.      Ing. Deborah Cristine Jones Faggioni,  

Directora General del Servicio Nacional de Contratación Pública - SERCOP  
 
 

 

Firmado electrónicamente por: 

RODRIGO IVAN 
CONSTANTINE 
SAMBRANO
 
Validar únicamente con FirmaEC
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Oficio Nº 11577 

 

 

Quito, D.M., 26 de mayo de 2025 

 

 

Magíster 

Jorge Mauricio Maruri Vecilla  

DIRECTOR GENERAL 

CONSEJO DE LA JUDICATURA 

Presente. - 

 

 

De mi consideración: 

 

Mediante oficio No. Oficio-CJ-DG-2025-0599-OF, de 7 de mayo de 2025, ingresado en 

el correo institucional de la Procuraduría General del Estado en la misma fecha, se 

formularon las siguiente consultas: 

 
 “1. ¿La instalación del Pleno del Consejo de la Judicatura con al menos tres vocales 

es válida para la adopción de decisiones de conformidad con lo establecido en los 

artículos 263 y 264 del Código Orgánico de la Función Judicial y el artículo 11 y demás 

normas reglamentarias relativas al quórum? 

 

2. ¿De conformidad con lo dispuesto en el artículo 263 del Código Orgánico de la 

Función Judicial y el Reglamento de Sesiones del Pleno del Consejo de la Judicatura 

(Resolución 126-2022), cuándo se configura la mayoría simple para que el Pleno del 

Consejo de la Judicatura pueda adoptar y expedir todas sus decisiones? 

 

3. Con base en el artículo 263 del Código Orgánico de la Función Judicial y el 

Reglamento de Sesiones del Pleno del Consejo de la Judicatura (Resolución 126-2022) 

¿En qué casos se configura la aplicación del voto dirimente por parte del Presidente 

del Consejo de la Judicatura?". 

 

Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente: 

 

1.  Antecedentes. - 

 

Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que: 

 

El informe jurídico adjunto a la consulta, contenido en el memorando No. CJ-DNJ-2025-

0554-M, de 6 de mayo de 2025, suscrito por el Director Nacional de Asesoría Jurídica 

del Consejo de la Judicatura (en adelante “CJ”), citó los artículos 179 y 181 de la 

Constitución de la República del Ecuador1 (en adelante “CRE”); los artículos 254, 258, 

 
1CRE,, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008; última reforma publicada en el Tercer Suplemento del 
Registro Oficial No. 377 de 25 de enero de 2021.  
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262, 263 y 264 del Código Orgánico de la Función Judicial2, los artículos 53, 54, 56, 57 

y 58 del Código Orgánico Administrativo3 (en adelante “COA”); y los artículos 11, 14, 

15 y 16 del Reglamento de Sesiones del Pleno del Consejo de la Judicatura4 (en adelante 

“RSPCJ”), con base en los cuales concluyó lo siguiente: 
 

“3. ANÁLISIS JURÍDICO 

 

(…) Respecto de la conformación del Quórum: 

 

(…) Como se deprende de las conceptualizaciones insertas, el quórum es fundamental para 

la legitimidad de las decisiones que toma cualquier cuerpo deliberante, como en este caso 

particular, el Pleno del Consejo de la Judicatura, siendo estas acepciones afines a lo que 

dispone el Código Orgánico de la Función Judicial en su artículo 263, el cual establece 

un quórum mínimo de tres integrantes para la instalación, lo que garantiza que las 

decisiones no sean tomadas por un número ínfimo de miembros, promoviendo así la 

representatividad y la validez de los acuerdos alcanzados; a su vez, el artículo 11 del 

Reglamento de Sesiones complementa esta idea al reiterar que, para la instalación de las 

sesiones, deben estar presentes al menos tres vocales. 

 

García de Enterría y Tomás-Ramón Fernández, al analizar los órganos colegiados, 

sostienen que ´cuando un órgano no puede estar plenamente integrado por causas ajenas 

a la voluntad de sus miembros, debe entenderse que el quórum se calcula sobre los 

miembros en ejercicio, pues de lo contrario se paralizaría la institución´. 

 

(…) Ahora bien, es importante aclarar que el Pleno está conformado estructuralmente por 

cinco vocales principales; sin embargo, en el escenario en el que no todos los vocales se 

encuentren en funciones, se puede afirmar que es jurídicamente viable la instalación del 

Pleno y la adopción de decisiones válidas con un número menor a cinco (…). 

 

(…) La normativa distingue claramente entre dos conceptos fundamentales: la estructura 

normativa del Pleno del Consejo de la Judicatura (es decir, su integración ideal de cinco 

vocales principales), y la condición operativa mínima para su funcionamiento (presencia 

de al menos tres vocales para configurar el quórum de instalación). Por tanto, mientras 

se mantenga ese número mínimo de vocales en funciones, el órgano colegiado puede 

sesionar válidamente y adoptar resoluciones legítimas, siempre que se observe el principio 

de mayoría simple en la votación (esto es, al menos dos votos afirmativos en este caso), 

conforme se analizó en párrafos anteriores (…). 

 

Respecto de la Mayoría Simple: 

 

(…) En este sentido, el Reglamento de Sesiones no exige que dicha mayoría se calcule 

sobre la base del número total de vocales que integran orgánicamente el Consejo -esto es, 

cinco miembros-, sino sobre los vocales presentes en la sesión, siempre que se haya 

 
2 COFJ, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 544 de 9 de marzo de 2009, última reforma publicada el 29 de marzo 

de 2023. 
3 COA, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No.31 de 7 de julio de 2017; última reforma publicada el 25 de 

febrero de 2025. 
4 RSPCJ, expedido mediante Resolución No. 126-2022, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 79 de 8 de junio de 
2022; última reforma publicada el 24 de julio de 2023. 
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constituido el quórum mínimo de tres integrantes, de conformidad al artículo 263 del 

Código Orgánico de la Función Judicial y el artículo 14 del reglamento de sesiones (…). 

 

En consecuencia, la mayoría simple es una figura variable, dependiente del número de 

asistentes con derecho a voto, y no del número normativo de integrantes que conforman el 

Consejo. Esta fórmula evita el entorpecimiento del proceso decisorio ante eventuales 

ausencias temporales, preservando así la continuidad operativa del órgano. Las decisiones 

del Pleno se toman por mayoría simple. Esto implica que, una vez alcanzado el quórum, 

los acuerdos son válidos con el voto afirmativo de la mayoría de los vocales presentes en 

la sesión. 

 

(…) La aplicación del concepto de mayoría simple, tal como se detalla en el artículo 20 

del Reglamento de Sesiones y el artículo 263 del Código Orgánico de la Función Judicial, 

se basa en la misma razón lógica que puede ser invocada en decisiones en otros contextos 

jurídicos, lo que asegura que no se empleen criterios disímiles para situaciones que son 

esencialmente equivalentes, garantizando así la equidad en la toma de decisiones con el 

quórum necesario; es decir que, al requerir que la mayoría se calcule sobre la base del 

número de vocales presentes en lugar del total de miembros, se sigue la misma lógica para 

asegurar que las decisiones son representativas y válidas, promoviendo una 

administración adecuada de la justicia. 

 

Respecto del Voto Dirimente 

 

(…) El voto dirimente5 constituye una facultad de naturaleza excepcional conferida al 

Presidente del Consejo de la Judicatura con el propósito de garantizar la resolución de 

situaciones de empate en las votaciones del Pleno. Su existencia tiene fundamento en el 

principio de eficacia y operatividad de los órganos colegiados, y busca evitar que la 

paridad de votos impida la adopción de decisiones. 

 

El Reglamento de Sesiones del Pleno del Consejo de la Judicatura contempla tres formas 

de votación: afirmativa, negativa y abstención. Es importante señalar que la abstención 

no se considera un voto en sí, sino una decisión de no participar en el conocimiento y 

resolución de un asunto, motivada por razones específicas - únicamente cuando 

argumenten o documenten que tienen evidente conflicto de intereses-. La validez de una 

sesión de titulares depende de la existencia de quórum, término de origen latino que 

significa ´presencia suficiente´ (praesentia sufficit), y que hace referencia al número 

mínimo de integrantes necesarios para que un órgano colegiado pueda deliberar y tomar 

decisiones válidas. 

 

(…) Desde el punto de vista técnico-jurídico, el ejercicio del voto dirimente requiere el 

cumplimiento de los siguientes requisitos acumulativos: La sesión del Pleno debe haberse 

instalado válidamente, lo que implica la presencia de al menos tres vocales principales, 

conforme lo exige el artículo 15 y 16 del Reglamento y el artículo 263 del Código Orgánico 

de la Función Judicial y se contempla de dos elementos: (1) Producción de un empate en 

la votación: El empate solo puede producirse cuando el número de vocales presentes con 

derecho a voto sea par, lo que excluye automáticamente los escenarios en los que solo 

haya tres vocales en funciones. (2) Presencia del Presidente del Consejo en la sesión: La 

 
5 “La figura del voto dirimente debe entenderse como un correctivo excepcional frente al empate, y no como un voto ordinario 
adicional. Su ejercicio debe garantizar que el órgano no quede paralizado por la falta de mayoría.” (Dictamen Nro. 008-PGE-2018) 
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facultad del voto dirimente está asociada estrictamente al ejercicio personal e indelegable 

de la presidencia. Conforme al artículo 10 del Reglamento, esta atribución no puede ser 

delegada bajo ninguna circunstancia, lo cual garantiza la legitimidad de su ejercicio y 

evita cualquier distorsión del procedimiento deliberativo. 

 

4. CONCLUSIÓN: 

 

Con base en lo expuesto, esta Dirección Nacional de Asesoría Jurídica concluye que el 

Consejo de la Judicatura, puede actuar válidamente mientras cuente con el quórum 

mínimo de tres vocales en funciones, conforme lo establece el artículo 263 del Código 

Orgánico de la Función Judicial y el Reglamento de Sesiones (Resolución 126-2022). La 

mayoría simple se determina sobre los vocales presentes en las sesiones, y en caso de 

existir un empate, el Presidente tiene voto dirimente. Esta configuración asegura la 

legalidad y legitimidad de las decisiones, respetando el principio de continuidad 

administrativa y garantizando la operatividad institucional, incluso cuando el órgano no 

se encuentra estructuralmente integrado”. 

 

 

2.- Análisis. – 

 

Para el estudio de la consulta planteada, el análisis desarrollará los siguientes puntos: i) 

Naturaleza y conformación del Consejo de la Judicatura; ii) Mayoría en las votaciones 

del Pleno del Consejo de la Judicatura y voto dirimente de su Presidente. 

 

2.1. Naturaleza y conformación del Consejo de la Judicatura. - 

 

Los artículos 82 y 226 de la CRE, en su orden, consagran el derecho a la seguridad 

jurídica, que se garantiza a través de la existencia de normas previas, claras y públicas, 

aplicadas por las autoridades competentes; y, el principio de legalidad por el cual los 

servidores públicos solo pueden ejercer las competencias y facultes atribuidas en el 

ordenamiento jurídico. 

 

El artículo 177 de la CRE establece que la Función Judicial está compuesta por órganos 

jurisdiccionales, administrativos, auxiliares y autónomos. El artículo 178 de la CRE, en 

concordancia con el artículo 254 del COFJ determina que el CJ es el “órgano de 

gobierno, administración, vigilancia y disciplina” de la Función Judicial. Añade el 

artículo 254 del COFJ que “El Consejo de la Judicatura es un órgano instrumental para 

asegurar el correcto, eficiente y coordinado funcionamiento de los órganos 

jurisdiccionales, autónomos y auxiliares”. 

 

En este contexto, y conforme el artículo 14 del COFJ, la Función judicial “se rige por su 

propia ley, reglamentos y resoluciones (…)”. Lo dicho concuerda con el artículo 53 del 

COA que señala que “Los órganos colegiados se sujetan a lo dispuesto en su regulación 

específica y este Código”. 

 

En cuanto a su integración, el artículo 179 de la CRE dispone que el CJ estará integrado 

por cinco miembros principales y sus respectivos suplentes, elegidos por el Consejo de 
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Participación Ciudadana y Control Social (en adelante “CPCCS”), a través de ternas 

enviadas por el Presidente de la Corte Nacional de Justicia, cuyo representante lo 

presidirá, por el Fiscal General del Estado, por el Defensor Público, por la Función 

Ejecutiva y por la Asamblea Nacional y según el último inciso ibidem “tanto titulares 

como suplentes durarán en el ejercicio de sus funciones 6 años”. 

 

El artículo 258 del COFJ reitera esta composición e indica que la elección se realizará “a 

través de un proceso público de escrutinio con veeduría y posibilidad de una 

impugnación ciudadana”, de conformidad con el procedimiento fijado por el CPCCS. 

Adicionalmente, los miembros del CJ “en caso de ausencia o impedimento, serán 

sustituidos por sus alternos”. 

 

A su vez, el artículo 54 del COA establece que “Los órganos colegiados se integran en 

número impar y con un mínimo de tres personas naturales o jurídicas. (…)”. Lo que 

guarda armonía con la estructura del CJ. El artículo 4 del RSPCJ señala que “El Pleno 

del Consejo de la Judicatura, se integra por cinco (5) miembros principales o quienes les 

sustituyan, de acuerdo con lo previsto en la Constitución de la República del Ecuador, el 

Código Orgánico de la Función Judicial y este Reglamento”. 

 

Respecto del quórum para su instalación, la Procuraduría General del Estado, mediante 

el pronunciamiento contenido en el oficio No. 000521, de 18 de febrero de 2011, 

manifestó: 

 
“Respecto al ´quórum´, el Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual de Guillermo 

Cabanellas Torres, Tomo VI, 25ª Edición, (pág. 541) expresa que esta voz latina ya 

castellanizada, ´Se dice en lenguaje parlamentario y en el de otras asambleas para 

referirse al número de miembros que deben encontrarse presentes para su constitución, 

deliberación y sobre todo en las votaciones, para eficacia de sus acuerdos…Se refiere sin 

embargo más bien a cierta mayoría calificada en las votaciones o a un número especial de 

asistentes (al menos la mitad más uno) para empezar una sesión o junta” (énfasis añadido). 

 

En efecto, el artículo 2636 del COFJ señala que “El quórum para la instalación será de 

tres de sus integrantes. Para todas las decisiones se requiere mayoría simple”, precisa 

además que “En los casos de empate, el voto de quien presida la sesión será decisorio” 

(énfasis añadido). 
 

Con relación a las sesiones que realiza el Pleno del Consejo de la Judicatura, los incisos 

segundo y tercero del artículo 6 del RSPCJ disponen: 

 
“El Pleno del Consejo de la Judicatura, sesionará ordinariamente previa convocatoria 

efectuada por la o el Presidente o por pedido de al menos tres (3) vocales en ausencia 

definitiva de aquel o de su suplente, con un (1) día de anticipación, para conocer los 

temas contenidos en el orden del día. 

 

 
6 Artículo sustituido por Resolución Legislativa No. 00, publicada en Registro Oficial Suplemento 490 de 13 de Julio del 2011. 
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El Pleno del Consejo de la Judicatura, sesionará extraordinariamente en cualquier día 

de la semana, previa convocatoria de la o el presidente del Consejo o por pedido de al 

menos tres (3) vocales en ausencia definitiva de aquel o de la o el suplente, con al menos 

dos (2) horas de anticipación, para conocer y resolver los temas específicos contenidos 

en la convocatoria. En las sesiones extraordinarias no proceden cambios del orden del 

día”. 

 

Así pues, para la instalación de sesiones de dicho órgano colegiado, el inciso primero del 

artículo 11 del RSPCJ prevé: 
 

“Quórum de instalación de las sesiones. - Para instalar las sesiones del Pleno del 

Consejo de la Judicatura deberá contarse con al menos tres (3) Vocales principales o 

suplentes. Comprobado el quórum, la o el Presidente declarará instalada la sesión del 

Pleno” (énfasis añadido). 

 

En consecuencia, de las normas previamente citadas, se desprende lo siguiente: i) la 

Función Judicial se compone de órganos jurisdiccionales, administrativos, auxiliares y 

autónomos; ii) el CJ es el órgano de gobierno, administración, vigilancia y disciplina de 

dicha Función, mismo que goza de autonomía y se rige por su propia ley, reglamentos y 

resoluciones; iii) el CJ se integra por cinco miembros principales y sus respectivos 

suplentes, quienes duran 6 años en funciones y serán elegidos por el CPCCS,  mediante 

ternas enviadas por el Presidente de la Corte Nacional de Justicia, cuyo representante lo 

presidirá; por el Fiscal General del Estado, por el Defensor Público, por la Función 

Ejecutiva y por la Asamblea Nacional; y, iv) el quórum mínimo para la instalación de sus 

sesiones es tres de sus integrantes, conforme lo establece el COFJ, como el RSPCJ. 
 

2.2. Mayoría en votaciones del Pleno del Consejo de la Judicatura y voto dirimente 

de su Presidente. – 

 

El inciso final del artículo 181 de la CRE dispone que “Las decisiones del Consejo de la 

Judicatura se tomarán por mayoría simple”. Este principio se ve reflejado también en el 

artículo 58 del COA, el cual dispone que las decisiones de cuerpos colegiados “se 

adoptarán por la mayoría simple de votos afirmativos de los miembros asistentes a la 

sesión” (énfasis añadido). 

 

Sobre este punto, el artículo 263 del COFJ dispone que las decisiones del Pleno del CJ se 

adoptarán por mayoría simple, y que, en caso de empate el voto del Presidente será 

decisorio. Esta interpretación fue desarrollada por este organismo en el pronunciamiento 

contenido en oficio No. 000521, de 18 de febrero de 2011, el cual explica que: 

 
“La simple mayoría en la doctrina jurídica se denomina también ´mayoría relativa´ y 

es definida en el Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual de Guillermo Cabanellas 

de Torres, Tomo VI, 25ª Edición, (pág. 359), en los siguientes términos: ´Conjunto 

uniforme de pareceres o de votos que predomina en una discusión o votación (…)”. 

 

Por su parte, el inciso final del artículo 15 del RSPCJ, que refiere a las formas de votación, 

prevé que “Para todas las decisiones del Pleno se requiere mayoría, sin perjuicio de que 
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los miembros del Pleno puedan emitir un voto razonado”. Concordante, el inciso segundo 

del artículo 16 ibidem señala que “Si la resolución obtiene mayoría de votos afirmativos, 

se proclamará aprobada, caso contrario se proclamará no aprobada”. 

 

La voluntad de los órganos colegiados se expresa a través de resoluciones, las cuales 

deben ser adoptadas de conformidad con las leyes y normas que los rigen. Como se refirió 

anteriormente, el CJ puede instalarse válidamente con al menos tres miembros, y, una vez 

que dicho organismo se ha instalado con el quórum mínimo requerido, puede adoptar 

decisiones en las materias que son de su competencia. 

 

Conforme se ha señalado, el inciso final del artículo 263 del COFJ y el inciso tercero7 de 

artículo 16 del RSPCJ facultan al Presidente del CJ a ejercer dicha atribución 

exclusivamente en caso de empate en las votaciones. La Procuraduría General del Estado, 

en el pronunciamiento constante en oficio No. 13796 de 30 de enero de 2018, señaló: 

 
“Con relación al voto dirimente, es oportuno considerar que: ´ (…) la doctrina y el 

legislador se ha ocupado del problema, estableciendo positivamente que el voto dirimente 

solo es un voto calificado ́ de mayor valor que el resto´; puesto que al producirse un empate 

la decisión administrativa se general, probando la desigualdad en la votación, en razón de 

que esta se adopta en el sentido en el cual expresó su voto el presidente. De esta manera 

se ha corregido el fenómeno y se ha formado efectivamente la resolución pública8”. 

 

La Corte Constitucional, en la sentencia No. 003-12-SIA-CC, dentro del caso 0007-10-

IA, diferencia la facultad de voto respecto al voto dirimente: 

 
“Lo dicho también ha sido observado por parte de la Contraloría General de la República 

de Chile, que dentro de su dictamen N. 29284 de 22 de junio de 20059, observó la necesidad 

de diferenciar el derecho al voto de la facultad dirimente que asiste al alcalde en casos de 

empate, señalando que: 

 

´En ese orden de ideas, no procede sostener que el derecho a voto (...) se encuentra 

limitado a la facultad (...) para dirimir los empate (…), por cuanto esta facultad dirimente 

constituye una atribución distinta que no se comprende en el derecho a voto, por cuanto 

para ser titular de ella es necesario que una norma legal expresa la confiera, como ocurre 

en la situación que se analiza ´.” 

 

Así entonces, se observa que el voto dirimente se aplica de manera excepcional con la 

finalidad de garantizar que el cuerpo colegiado pueda adoptar resoluciones en aquellos 

casos cuando se ha producido un empate en las votaciones, con la finalidad de que la 

paridad de votos no sea un óbice para cumplir sus funciones.  

 

Por tanto, se concluye que: i) las decisiones del CJ se adoptan por mayoría simple entre 

los vocales presentes una vez verificado el quórum; ii) el quórum de instalación es de tres 

 
7 Inciso tercero sustituido por artículo 10 de Resolución del Consejo de la Judicatura No. 113, publicada en Registro Oficial 

Suplemento 359 de 24 de Julio del 2023 
8 Secaira, Patricio, Curso Breve de Derecho Administrativo, Editorial Universitaria, Quito, 2004, pág. 87. 
9 Contraloría General del Estado. Dictamen N° 29284, 22 de junio de 2005. 
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vocales; y, iii) en caso de empate, el Presidente podrá ejercer su voto dirimente, siempre 

que esté presente en la sesión.  

 

3.  Pronunciamiento. - 

 

En atención a su primera consulta se concluye que el Pleno del Consejo de la Judicatura 

puede instalarse válidamente con la presencia de al menos tres vocales, según lo dispuesto 

en los artículos 264 del Código Orgánico de la Función Judicial y 11 del Reglamento de 

Sesiones del Pleno del Consejo de la Judicatura. 

 

Sobre su segunda consulta, de conformidad con lo establecido en los artículos 263 del 

Código Orgánico de la Función Judicial, 11, 15 y 16 del Reglamento de Sesiones del 

Pleno del Consejo de la Judicatura, todas las decisiones del Pleno se adoptan por 

“mayoría simple”. Esto implica que, una vez instalado válidamente el quórum, las 

resoluciones se aprueban con el voto afirmativo de la mayoría de los vocales presentes en 

la sesión. 

 

En relación con la tercera consulta, se concluye que el voto dirimente del Presidente del 

Consejo de la Judicatura es procedente cuando se presenta un empate en la votación, de 

acuerdo con lo previsto en el inciso final del artículo 263 del Código Orgánico de la 

Función Judicial y el inciso tercero del artículo 16 del Reglamento de Sesiones del Pleno 

del Consejo la Judicatura. 

 

El presente pronunciamiento es obligatorio para la Administración Pública y se limita a 

la inteligencia y aplicación general de normas jurídicas. Su aplicación a casos 

institucionales específicos es de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante y de 

cualquier otra entidad pública que lo aplique. 

 
Atentamente,  

 

 

 

 

Abg. Juan Carlos Larrea Valencia 

PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO 
 
 

 

 

Juan Carlos Larrea 
Valencia
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Oficio No.

Quito, D.M., l'lAY 2025

Ingeniero
Go¡zalo Pat¡icio Silva Garcés
Gerente General
EMPRESA PÚBLICA DE CONSTRUCCIONES, ITVTENDA Y DE ASEO DE
SANTO DOMINGO f,P.CONST
Santo Domingo.-

De mi consideración:

Mediante oficio No. EP-CONST-GG-2025-0139-O, de 4 de febrero de 2025, ingresado
en el correo institucional de la Procu¡adu¡ia General del Estado en la misma fecha. se

fomularon las siguientes consultas:

ttl. 
¿Paru la etapa de ejecación de un prucedin ieflto de conbatoción públictt,

ana Empresq Pública podrd optar por los mecanismos legales que considerc
perlinentes al amparu de lo prcsüito eu los atdcalos 31 nuñersles 2 y 3; 35 ),
36 de la LOEP, bqjo los paúmelrcs ! aufoñzaciones de su Cueryo Colegido
(!ic) y .le esta maneru cumplir sus Jines, objetivos y sus contpromisos
contractuale§?

2. ¿Las empresas públicos pueden ejecular contrdtos de régimen especial al
amparo de sa capacidad asociativa conformz lo prcvisto en los artículo§ 35 y 36
.le la Ley Orgdnica de Empresas Públicas, pese a la prohibición de pañicipar
en cadlqaiet Íotua asociativa establecida e el aúículo 2 n merul8 de la Ley
Orydnica del Sistema Naciofial de Contrafaciótt Pública?t'

l. Anfecedentes- -

Al oficio de consulta se acompañó el informe jurídico No. EP-CONST-PS-INF-002, de
20 de ene¡o de 2025, susc to por la P¡ocuradora Síndica de la Empresa Pública de
Construcciones, Vivienda y de Aseo de Santo Domingo EP-CONST (en adelante, ,,EP

CONSI'), en el que se citó. entre otos, los axticulos 76, 82, 226, 229 y 288 de la
Constitución de la República del Ecuadorl (en adelante, "CRE ); 2, numeral 8, 4, 6,
numerales 22, 23 y 29. 18 y 22 al 36 de la Ley Orgánica del Sistena Nacional de
Cont¡atación Pública2 (e¡r adelarrte, "LOSNCP'); 34, 35 y 36 de la Ley Orgánica de
Empresas Públicas3 (en adelante, "LOEP");3, 14, 17, 18 y 22 del Código Orgánico
Administrativoa (en adelante, "COA"),1 del Código Civil5 (en adelante, '.CC')i 42, 71,

r l§02

t (RE- p,blica¿. et el R¿E¡lta O¡b¡al na. 49 d. 2t) d2 dtuhe.le 20ü
: LASNCP, públ¡@d0 ¿i elSrylenento d¿l Reg¡sra qlitu¡ Na. 395 d2 t d¿ agosto de 2OAt.
' LADP pübhca.lo eh el Suplewnto r¡¿l R¿g¡st¡o Olqal i{a 48 .le 16 de odube .le 2009.'t ¡,.t fLht¡ otlr\4 ?1\upléñ¿ab ¿a 

^p¿,rn 
Ot,.út \o 3l d¿ - J-&hoJ )ot-

''r'. cotltfi.acór p bh.úa en.t \,olereatodeI R?R^ra ¿r, úl \. !ó d, 24 deJuñta.lz,24r'

¿t
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249 del Reglamento General a la LOSNCP6 (en adelante, "RG¿OSNCP"); 37 y 43 de Ia
Nomativa Secundaria del Sistema Nacional de Compras PúblicasT (en adelante,

"Norm.ttítct Secundaria .SNCP"); el Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por
procesos de la EP CONST. Asimismo, citó los pronunciamientos emitidos por la
Procuraduría General del Estado en los oficios No. 10100, 10495 y 01796, de 9 de
octubrc, I de noviembre de 2012 y 20 de junio de 2018, respectivamente. Con base en

dicho marco nomativo, concluyó:

'(...) atljutlicu¡lo el procedimienlo .frnaliza la et.tp.t precontractual, y previo la
e trega de los documentos legales correspontlie tes, se susctibe el contrato
ddfiinisbattit)o co lo cual in¡cia la fa¡se conttactual, e/t fdl |it¡ud, e¡ en este

momento ya ho e}Jste pdrticipación, si no, ejecución por parte del conlrutista
quien debe cumplir a cabalidad el objeto contruclual.
Dicho esto, es ifiperíoso rcsdltar que, la límilanle plasñada en el artículo 2
numeral 8 .le la LOSNCP hace rcferencia a la parÍícipación en régimen especial
pqra las empresas públicas en cualquier forma asociat¡yd. lo cual guarda
relación con el espíritu de menci<¡nodo proced¡miento, sin embargo, estd
limitante o es exlensiva a la ejecucün, por lo tanto, la conÍratista lienefaculfad
paÚ ejecutat cohtrato con los mecanismos qae lq le! prcté ! rcspela\do lo
ofeúado, en e"^e senfido, las emprcsas públicas son creddds co la finalidad de
brindar se»icios públicos de calidad, por ello, acertadamente el legislador les
otorgó capacídad asocidfíva lo que les petmite ser competítivas con el sector
privado y ejecutat süs proyectos de na mÍrneru más eficiente y eficaz-

Subsecuenfemente, las empresas públicas se encuenttan reguladas por la Ley
Otgórrica de Empresas Públicas (LOEP), las caales liene (sic) su ptopia
clasi,licac in de ¡¿gimen de corrtmtación, qae se encaentru .leterminq.lo en los
aúlcalos 34,35 ),36 de la LOEP.

(...) el artículo 2 numerul I de la LOSNCP deÍermina clatamente que la lim¡tante
cotfio empresq pública en úgimen espec¡ql es paru participqr bcio cuqlquiet

forma atuciatfua coú1o consorcio o asociación o a trarés de los mecanismos
pteristx eh los afiiculos 35 y 36 tle la Ley Orgúnica de Emprcsqs Públicas, uás
no se extie de su interpretación a la ejecución, por lo lanto, debe entenderse su

sentido nafural y obr¡o-

(.--), las consultas plaflteadas, son similares en su ese tia por b que, una'nez
reoliza.¡o el a álisis pert¡nenfe me permito concluir que, una emprcsa pública
puede participar como proveedotu dotada de perso etía juidica, pattimonio
ptopio, alttonomía presupuestari.¡, .linanr:ieta, eco ómicat, adminisbati|a y de
gest¡ó efi la modalidad de régikeh espec¡al, siempre y cuando su participación
no la rcilice en cuolquiera foma asociafiva co to corrsotcio o asocittciófi o a

' ROLOST.'CP, publicado en el Supleneño .1¿l R¿gr;to O¡cú! \o. 158 de )A de )u io de 2422

' núnd1 d ti.lnddt¡a S|RCOP, publrcadae" el Supleneatu ¿el ReEisltu Alt¡¿l t't. 367 ¿¿ A3 d¿ aeasto.le 2023
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trarés de los mecanismos previslos en los afiículos 35 y J6 de la Ley Olgtirrica
de Empresas Públicas tal como lo disporre el aúíct lo 2 nameral I de la Ley
Oryánica del Sktema Nacional de Contrutación Pública, no obstante, paru la
ejecución contractual la empresa pública pod i optat po. los mecanismos
legales que considere peúinefiles al arrrparo de los artículos 34.2.3, 34, 35 y 36
de la LOEP, bajo los pardrrretro§ ! quto zaciones de su cuetpo colegido $ic) y
de esta manera cumplir sus Jines, ohjeti»os )t sus compromisos conltu)ctudles, en
urmonía con los principios de legalídad, jutid¡cidad e inteldicc¡ón de lct

arbitrqr iedad. " (el resaltado me corresporde).

Con el ñn de conlar con mayores elementos de análisis, antes de atender sus consultas,
mediante oficios No. 10376,1037'1 y 10378, de 7 de febrero de 2025, este organismo
solicitó al Gobiemo Autó[omo Descentralizado Municipal del cantór¡ Santo Domingo
(en adelante, "GADM Sqnto Domingo"). a la Asociación de Municipalidades
Ecuatorianas (e¡ adelñte, "AME"),y al Servicio Nacional de Contratación Pública (en
adelante, "SrRCOP') que remitan su criterio juridico institucional sobre la materia objeto
de Ia consulta. Posteriolmente, con oñcios No. 10584 y 10585, de 24 de febrero de 2025,
se insistió en los reque¡imientos realizados al SERCOP y al GADM Santo Domingo.

Las respuestas fueron remitidas al co¡¡eo institucional de la Procuraduría en el siguiente
orden: r) la Coordinadora de Asesoria Jurídic4 encargada, de la AME, a tavés del oficio
No. AME-CAI-2025-0008-O, de 2l de febrero de 2025, recibido en Ia misma fecha; ¡,
el Coordinador General de Asesoria Juridica del SERCOP. a tavés del oficio No.
SERCOP-CGAJ-2025-0020-OF, de 1l de marzo de 2025; y. ¡¡, el GADM Santo
Domingo, mediante oficio No. GADMSD-A-WEA-2025-159-OF, de 14 de ma¡zo de
2025, suscrito por su alcalde, quien adjuntó el inlbrme No. GADMSD-PS-2025-312-1, de
l3 de rnarzo de 2025, suscrito por el Procurador Sindico Municipal.

El c¡iterio iuridico de la AME señaló. además de las disposiciones invocadas por la
consuhante. los articulos 226, 313 y 315 de la CRE; 1l de la LOEP; y, la sentencia No.
001-12-SIC-CC, emitida por la Corte Constitucionals. Con base en dichas disposiciones,
expuso lo siguiente:

^3. AMíLISIS (primera prcgunta)

3.1, El arÍiculo (,t¡c) 31 ¿le la Ley Orglirlic.¡ de Empresas Públícas señdla quc, las
conbataciones de b¡¿ftes, obras ! senicios, incluidos los de consaltorí¡r, que
realice ld's emprcsas públicqs, se sujetaldn a lo dispaesto en Ia LeJ, Oryánica
del Sistema Nacional de Corrtrdl¿rciófi Pública, su Reglamento General y demds
disposiciohes adrnituisfiativas aplicables; y, e los casos en que las empresas
públ¡cas hubieren suscrifo contratos o cokrenios tale¡ como: alíanzos
esttul¿gicas, asociatción. consorcios u oÍos de natutaleza Similar, será el

W
::ientenc¡a !\'a A0l-12^5lC,iC. ptbhca¿a ¿ñ.l Stpleñekta.1¿l RegtlttuOficu! Na ó29de)0&ek.ro¡L20l2
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cofivenio asociatito o contrato el que establezcd los plocedit ¡enbs de
coñtrdtacióny su normatiNd dplicable- D1lo no prer)isb en el respectiyo conyenio
o contrulo, se estet.j a las disposiciones contenídas en la Ley Orgánica del
S¡stema Nacional de Contrutación Públic¡t-

(...) 4. ANÁLISIS 6egu,rda pregurrta)

La expresa prohibición señalddd en el arficulo 2 numeral lJ de la Ley Orgán¡ca
del Sistema Nacional de Contl¡ttric¡ót¡ Pública LOSNCP, señala que las enErcsas
públicas que paúicipen couo pruveedorcs en la modalidad de contrafación
interadmfiristratfua, o pueden participar en cualquierforma asociath'a, corno
consorcio o dsocitción o tt trur8 del mecanismo prctisto en los atrtcubs 35 !
36 de la Ley Orgdnica de Ernpresas Ptiblicds, coh peaonas halutales o juidicas
nacionales o ertranjeras privadas, en cualquiet porcentaje de pañicipaciófi.

La conlrutación i lerudmirrisltatita o deben (síc) set utilizada como
mecafismo de etasión de los proced niefilos previstos en la Ley Orgdnica del
Sistema Nacional de Contraración Piiblica LOSNCP, o como mecanismo de
intemediación, por lo que, si se detecta que ha ,tído utilizada erclus¡ramenle
para la adquisíción de bienes, prestación de sel"v¡c¡os ¡ clu¡.los los de coks ltoría,
o para la conslrucciófi de obras, sin que erista n aporte real de qmbat partes
quejusl¡rtprc h asociatiúdad, se presu titá la etasióny la Procura¡luría General
.lel Esta.lo y la (bntraktría General del Estado realízarán, en el ámbito de sus

compeleúciats, e I co/tlrol respecti't,o-

5. CONCLUSIONES

5.1. La Emprcsa Públíca puede optar por los mecanistuos legales que considere
pert¡nentes para la etapa de ejecüciófi de ul1 prccedímiekto de contratación
pública, ajustándose a lo prescrito en la Ley Orgánica de Empresas Públicas, Ley
Orgánica del Sistema Nacional de Conlrulació Pública LOSNCP y deüás
normattud aplicable paru el efecto, obsenando el pri cípio de legalídarl señalado
en ¿l artículo 226 de la Co st¡tución de la República.

5.2. La inteflenciór, de las emprcsas públicas corrro cohlfitislas o ptote¿dorc§
de otru efilidad pública en los procedirrrienfos regidos por la Lq¡ Orgtit ica alel
Sistema Ndciondl de Confrutación P,iblica LOSNCP (...). Paru la aplicdció
del régimen especial de coülralqción interadmi ittrativa según el a íqtlo I
nuuerul 2 de la LOSNCP, se chcunscfibe a la prchibiciótt y rcgulación
dispuestu po¡ la normalirit " (el resaltado me corresponde).

El criterioju dico del SERCOP señaló adicio¡almente los articulos 424 y 425 de la CRE,
asi como el Pronunciamielto contenido en el oficio No. 09221, de 29 de octubre de 2024.
Con base en estos elementos, desarollo el siguiente análisis:
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" 1. CONTMTACIONES EN LAS EMPRESAS PÚBLICAS:

a) Régimen Co ún:

(...), es necesar¡o precisat que el número 2 del artículo 34 de la LOEP
(REGIMEN COMUN), establece que los emp¡esas oúblitos aplica¡án las
disoosiciones de la Lev Oruinica del Sistema Nqciofial de Controtoción Públ¡ca,
su Reglamento General y dem.¡-t d¡sposicíones admin¡strdfil)as, g__§!!
contratsciones de bienes. obras v seryicios. incluitlos los de co suhoúa-

b) Régiuel Especial:

(.--) el rég¡men especial esfablec¡do e la LOEP, no se relaciono con los
procedimien¡os de ftgime especial prescrítos en el artículo 2 de l{, LOSNCP,
siendo una atribución del gerente generdl de la empresa pública acorde al
artículo I I ttúthero 3 de la LOEP, el suscribir las dliaru.L\ estrotégic.ts aprobdclas

Pol el dilectorio; por lo tanto. si en el conflalo o convenio ex¡ste vacíos ale xahera
supletoria se aplicará la Ley Orgánica del Sistema Nac¡onal de Contratdción
Pública.

2. CONTR-ATACIÓN ENTRE ENTIDADES PÚBLICAS O SAS
SABSIDIARUS.-

(.--), ld contratación interudmin¡sttdtiya bajo régímenespecial ha sido concebido
con el objeto de que el Estado pueda contratar enlre entido.les del sector público
o con empresos constituid.ts con por lo menos el 500,4 de capifal, y de empresat;
públicas entre sí.

En correlación, el seguhtlo inciso del número 8 del aúículo 2 de la LOSNCP ha
estdblecido couo prohibición que las en prcsas gúblicas paflicipanles como
prcwedorcs del Estado ea la modalidad de contratación inlerudministratiya. no
oüeden DarticiDaa como consorcio o asociac ih de los deteminados en los
a¡tícalos 35 v 36 de lo Lev Orsánica de Emprcsas Pública§ [en adelante LOEP],
co personas \dturales o jurídicas nacionales o e:dranjeras prfiadds en cualquiet
porcen¡1je de pa icipación.

(... ) r, PRONUNCAMTENTO

(...) en respuesta a la consulta planteada, se concluye que el arlículo 31 de la
LOEP en su número 2, faculla a las efiprcsas públicas a rcdlizat s s
conbataciones de RÉGIMEN COMÚN al ahrparo de to LOSNCP aolicando

s¡ etubargo, el número 3
concerkienfe al R es claro ul
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iúdicat que las etuptes4s públicas al suscribb conttatos o cot wrrios lales corno:
alisnzas eslrulégicas, asociación, consorcios u otros de naturaleza similar. será
dicho instrumento konwnio o conlruto¡ el que eslablezca los procedirnienlos de
contÍúación v su nomatfua dDlicdble. Único | ¿xclusivarnerrte en lo no Drcristo
en el rcsoecliro co tenio o coúrqto, se estuá a los disoosiciofies confenfulas en
lq Lev O¡eárrica d¿l Sistema Nacional de Conlrulación Pública. Se reitera que
el r¿gitken especial estqblecido en la LOEP, no se relacíona con los
procedimientos de ftgimen especial prescritos en el artículo 2 de la LOSNCP.

Así mismo, las empresas públicas pueden efectuar sus conttataciones dl d paro
del afiículo 2 número 8 de la LOSNCP (confftitos ¡ tetadñinistratiyos), ritmpre
que las mismas se efectúen entre ¡ stituciones públicas _!1_49!j14¡_a!4gg1g

pald lo
cual ¡leberá acatar el proce.lim¡ento previsto en los artículos 199 y 200 del
RGLOSNCP (... ). "

Por su parte, el criterio juddico del GADM Santo Domingo incluyó el artículo 65 del
COA v concluvó:

"(.--), me permíto concluir que: a) Una Empresa Pública legcrlmettte conslituida
y dotada de autonomia admin¡strati|a y financíeru, puede pafi¡cipar en un
procedimiento de co tratación públíct¡ como proveedora de un bien, servicio ¡
ejecución de obra, bajo las.figuras que prescribe la LOSNCP, entre lds que se
encuefitrd el régimen especial, cok la eÍcepciók que esta Ley inyocada ha
itlcorporado mediante reforma [Art. 2 #3]. b) Una Empresa Pública legalmente
constituida y .lotdda de qutonotuíd u.¡nínislrativa y.financíera. al amparo de lo
prescr¡to en el attículo 35 de lo LOEP, puede asoc¡arse y participar en
ptocedimiento de contlcttttción públ¡ca casualmente, porque la disposición
ikNocada está'rige k".

1.7. De lo expuesto se observa que el informe juridico de la EP CONST difrere de los
criterios juddicos de Ia AME y el SERCOP, mientras que el criterio j urídico del GADM
Santo Domingo refiere únicamente a la capacidad asociativa de las EP. En particular: ,
por una parte, la consultante EP CONST sostiene que la prohibición prevista en el
numeral 8 del a.rtículo 2 de la LOSNCP se limita a la fase precofiractual, por 10 que ro
resultaría aplicable a la etapa de eiecución del cont¡ato. En este contexto, considera que
ura empresa pública contratista puede cumplir con el objeto co¡tractual mediante
mecadsmos asociativos amparados en los artículos 34, 35 y 36 de la LOEP, siemprc que
cuente con la autorización de su órgano colegiado; i, la AME y el SERCOP realizaron
una diferenciación expresa ente el régimen común y el régimen especial previstos en el
a¡ticulo 34 de la LOEP, y coinciden en que los contratos interadministrativos regulados
en el articulo 2 de la LOSNCP están sujetos a las disposiciones del régimen común.
Además, la AME advierte que la contratación interadministativa no debe ser utilizada
como un mecanismo de evasión de los procedimientos previstos e¡ la LOSNCP ni como
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instrumento de intemediación; ii, finalmente, el GADM Santo Domingo se limitó a
señalar que el a¡ticulo 35 de la LOEP se encuentm vigente y, por tanto, las empresas
públicas pueden asociarse para panicipar en procedimientos de contratación pública.

2.- Anilisis- -
Con el fin de facilitar el estudio de la materia objeto de las consultas, el análisis se
estuctura en los siguientes pu¡tos: , Los regímenes de cont¡atación de las empresas
públicas; if Régimen especialde contratación interadministrativa previsto en la LOSNCP
y su reglamento: ii, Las subcontrataciones realizadas en la contratación
interadministrativa; y, ir, Capacidad asociativa de las Empresas Públicas.

2.1. Los regímeoes de cortrat¡cióD de l¡s empresas públicss. -

La LOEP define a las empresas públicas (en adelante, "rP'). conforme el inciso primero
de su artículo 4, como entidades estatales. "personos jurídicas de derecho ptlblico, con
pqtrimonio propio, dotadas de autonomía presupuestaia, .fihsnciera, económicd,
administrat¡ta y ¿le gestión" que se encuentran destinadas ".¡ la gestión de sectores
estrql¿gicos, ld prestoción de seu^icios públicos, el aprovech.tmiento sustentable de
recursos naturales o de bienes públ¡cos y en general al desar¡ollo de ectividudes
económicas que corresponden ql Estado" (énfasis añadido).

EI TífuIO V "D¿¿ §/STEMA DE CONTRATACIÓN DE LAS EMPRESAS PÚBLICAS"
en su aniculo 34, numerales 2 y 3. distingue entrc el "RÉGIMEN COMÚN' y el
"REGIMEN ESPECIA¿" de las contrataciones de las EP, en los siguientes férminos:

''2. RÉGIMEN COMÚN Las cont¡atacio,res de bienes, obras y senicios,
iacluidos los de consulto a, oue rcalicen los emprcsas públicos, se sujetaút a
lo dispuesto en la Ley Orydnica del Sislema Nacional de Corriataciót Pública,
su Reglamerrlo General y demds disposiciones adrninistrutivos oplicables.

(...) 3. RÉGIMEN ESPECIAL En los casos en que las empresos públicas
hubierck suscrito conlralos o conveníos tales como: alianzas estralégicas,
asociación, consorcios u ottos de naluruleza similaL seró el convenio asociativo
o conlruro el que establezca los procedimienlos de corrtrulación y su notm.ariett
aplicable. En el caso de emprcsas cohstitu¡tlqs con empresus de la comu ¡dad
il]Íethocíonal las conttalaciones de bienes, obtus y sen)icios se sujelaláh al
régimen espec¡al que se conlemple en el documenlo de asociación o acuerdo
celebrudo para tal efecto. En lo no previsto eh el rcspect¡vo conren¡o o contrato,
v estará a las disposiciones contenid.§ en la Ley Orgánica del Sistemd Nacional
de Contrdlación Públr'.ca " (el énfasis me corTesponde).

Respecto de la distinción de dichos rcgímenes, la Procu¡adu¡ia en Pronunciamiento
contenido e¡ oficio No. 05797, de 28 de febrcro de 2024. analizó y concluyó lo siguiente:
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"(...) De acuerdo con el urtículo 31 de la LOEP, las empresas públicas disponen

de dos regímenes de conlratación, uno común y oÍo especial. Respecto del
régimen común, el número 2 de esu norma prevé que las contrqlaciones de
'hiehes, obras y servicit¡s, incluidos los de consultorío, que realicen las empresas

públicas'. se sujetan a la LOSNCP y su rcglqnento. lo que guardo ormonía con
el objeto y drnbito de oplicación ¡le l.¡ LOSNCP, establecido pot su .trriculo l.

Por su parte. el número 3 del articulo 31 de la LOEP regula el régimen especial
de contratación en las empresas ptiblicas aplicable puro hs cosos en que éslas

hubieren susctito contatos o con|enios lales como: 'ctliakzas eslrat¿gicas,
asociación. co \orcíos u otos de naturalezo similar'. esto es aquellos que

instrumehtafi la capacidod qsoc¡qtivade lqs empresas públicas a los que se refiere
el artículo 35 ibidem, previendo que: 'será el coneehio dsociali,ro o conlrato el
que establecerá los procedimientos de contratación ),su nonnatitq aplicable'
agregando que: 'En lo no previsto en el resryclivo conwnio o contrato, se estará
a las disposic¡ones contenidas en la Ley Orgánica del Sislema Nacíonal de
Contatdción Pública (...).

De las normos citodas se obsena que: ¡) conforñe q la LOEP, los conllalocíones
que efectúen las empresos públicos se sujetan a dos regímenes jurklicos: elcomún
y el especial; ií) el régimen coñún de conl¡úación de las emprcsas prtblicas se

rige por la LOSNCP, psru las conffqtaciones <le bienes, obros y servicios,
¡kcluidos k)s de corlsuhotia según su rimbito de dplicación. La LOSNCP establece

el régimen especial de conttqtaciones ¡nteradministral¡vos, que se eraninar.i en
el sigtienle ocápile: i¡i) el rég¡meñ especial de conlratoción de las empresas
públ¡cas. en los t¿ ninos de la LOEP, se aplica pqra los cqsos en que estas en

ejercicio de su capacidad ar(rcialiva, hubieren suscrito slianzas estrutégicas,

asociaciones, consotcios u otrus de naluraleza similar, que se rigeh por el
convenio .tsociqtfuo o contato, en el que se establecerá los procedimíentos de

contrqtac¡ón, siendo aplicable la LOSNCP únicamente en lo no prc,,)isto en

aquellos (... ) " (énfasis añadido).

De las disposiciones citadas se desprende lo siguiente; , las eñp¡esas públicas están

sujetas a dos regimenes contactuales: común y especial; i, excepto en los casos en que

se suscriban instrumentos que matedalicen la capacidad asociativa de las empresas
públicas, toda contratación que estas realicen para la adquisición de obras, bienes o
servicios 

-incluidos 
los de consultoria- deberá úetarse a los procedimientos y

disposiciones establecidos en la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Cont¡atación
Pública. su reglamento general y la normaliva secundaria del Sistema Nacional de
Contratación Pública, iii) el régimen especial previsto en la LOEP no es equivalente al
régimen especial previsto en la LOSNCP ----en particular, al régimen de contmtación
i eradministativa-, ya que el primero se basa en la existencia de un convenio
asociativo o cont¡ato que determina sus reglas de aplicación.
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2.2. Régime[ especial de contratecióD iDteradmi¡¡stretiva previsto en la LOSNCP y
§u regltmento, -

En oñcio No. 06913, de 22 de mayo de 2024, respecto del régimen especial de
contratación inte¡administrativa prcvisto en el numeral 8 del artículo 2 de la LOSNCP, y
regulado en los anículos 199 y 200 del RGLOSNCP, aplicable a las EP, este organismo
analizó y concluyó:

"(-..) los regímenes especiales, como el previsto por el numerol 8 del artículo 2
de la LOSNCP, en tonto liti¡tan el gincipio de concu¡rencia, deben ser
entendidos en senlido rcstringido.

(...) el numerul 2 del artículo 8 de la LOSNCP y los drtículos 199 y 200 del
RGLOSNCP prevén en .forma expresa y concordan¡e qüe la 'contratqcióú
ínleradrninistrativa' es un procedimiento sujeto a un r¿gimeñ e$pecial aplicable
'a los contratos' inleradtuinistati.ro§, estus uquellos que celebren 'entidades

públicas entre sí' o con empresas de propieddd del Estado 'en al menos el 50'%'.

Adicionalmekte, p.ta las empresas públicas, elrégimen especial de 'contratación
interadminístratiya' no es aplicable cuando 'pafiícipen como ptoveedorcs' 'en

cualquier forma asociativa' con pri-vados. conforme se aprccia del clato te or del
segundo inciso del numetal 8 del qrtículo 2 .le l.t LOSNCP, t¡ue lo prohíbe (...).

La erpresa prohibición legal, preúamenle citada, clalamente alude a la
especifrcida.l de los sujelos públicos que pueden susctib¡r 'cotltrutos
interodm¡nista¡iros', debiéndose coñsiderqr que lo Wtícipqción de consorcios
o osociacioñes, colstituidos o por constituirse, impone el deber de presenldr el
compromiso correspondiente, según el articulo 67 de la LOSNCP; lo que permite
a la en¡idad contratdnte wrificar las capacidudes e inhabilidades de los oferentes
o proveedofes-

(...) De lo expuesto se observa que: i) el procedimiento de régimen especiaL
previsto por el flümetal 2 del arlículo I de lq LOSNCP, se aplica únícamente para
lds conrrutaciones i lerudminblraliw§; es decir, aquellas que celebren las
enlidddes o etnprcsqs públicqs entre si, o con empresa,t cuyo cap¡tal susctito
per¡enezca, por lo menos e el 50'%, a ent¡dades de derccho público o sus
subsídiarias: ii) dicho procedimiento, segqn el lenor del segundo ihciso del
numeral 8 del artíc lo 2 de la LOSNCP, es inaplicable cuando Ia emprcsa
pública participe como ptoveedora en cualquier Íorma asociativa con privados,
seqn eslos pe^onos nalutoles o juridicos naciorrales o e¡lrarjeras; iií) la
LOSNCP y su reglamento, al regular la contratación interadñinistrarito, no
rcshingel lo aplicaciói de ese régimea especial únicamerrfe o la fase
conrractaol, sino qae etpresarnenle se reÍtercn a los cont¡alos rcsdlanles: it)
la conlrqlac¡ón interadmínistratila. según el tenor literal de los dos partes son
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entidades o empresas públicas o de ptupieclad del Estado en al menos el 50t%: y,
y) el numeral I del artículo 2 de la LOSN(.IP y los artículos 199 y 200 de su
reglamento expresamente pretén para el caso de emprcsas públicas, que eslos
no podtó,t pstlicipd¡ en conlrataciones adrrrinislruliws fiediante ,rrecaflismos
de as oc iació n privados -

(... ) se concluye que. de confr»rmídad con el lenor y la.finalidad del segundo ¡nciso
del numeral 8 del artículo 2 de lo Ley Orgánica del Sistetha Nociotal de
(i,ñtratación Pública. las empresas públicas, que pqrticipe como pruteedoru
en los conlrutos sujelos al régimen especial de 'confiotación odmirrbbatitq', no
pueden irrlervenir nediante cualqaier forma asociatita coft ptivados. En
corcecuencia, según las mbmas normas, dicha liDritació,t 5e oplico a todas las

lases de los contralos inte¡odminkt¡aliws hasto su teminación".

En concordancia. el oficio No. 07517, de 27 dejunio de 2024, ratificó el Pronunciamiento
anterior v analizó adicionalmente:

"En ette orden de ideas se obrena qdicionalnente que los p ncipios que ñgen
el sistema nacional de conlrutación pública, como los de legalidqd, igaaklad y
trunsparcncis, prctisfo en el aúlculo 4 de la LOSNCP, rigen paru todo
pforeedo¡ o conrratisla, eúre ellos las errlidqd* ptiblicas-

En tal \tirtud, lq ikteryención de las empresas públicas como proteedorcs y
conttdtistas de otrqs entidades públicas en bs contalos sujetos a la IOSIfCP s¿

debe realizar conforme los principios que la rigen: por ello, lqs prcús¡ones pora
la aplicación del régimen esrycial de contratdción interadüinistratira, según cl
núnero 2 del drtícülo 8 de la LOSNCP, se limi¡an q lo regulado y prohibido
expresamente por esa norma, e cujo tenor se reJirió el pronunciamien¡o de este

orgdn¡smo".

Se recalca entonces que la contatación interadministrativa prevista en el numeral 8 del
afículo 2 de la LOSNCP, regulada en los articulos 199 y 200 de su reglamento,
expresamente establece rma prohibición a las empresas públicas para su participación
como proveedoras en dichos procedimientos mediante mecanismos de asociación con
privados. limitación qu€ se aplica a todas las fases de los contatos interadministrativos
hasta su terminación.

2.3. Les sübcontrataciones realizad¡s en la contr¡tación interadmiristrativr. -

Ma¡ienhoff señala que: "los conÍratos adrhíhistrativos tíenen el carácter .le intuito
personae en lú rnoyoría rle cdsos, dertuando de ahí la prohibición de ceder o subcont lar

' l/¡tltEl \kdúhofi. f,atodode ¡btec]ú Adn¡nittutNa- B@nü .1n¿s,1933 tált 315

49



-

- Edifclo aruroñás Pláz¡
V lv rmuomr t tls-tzl y lrzasa

L +59,2 29¡liOOITil I lc02
FflCCi-RAñ]RiA 6I¡{RA CA E§T^OO

ri; ¡ t¡ Lrii;

EMPR':S1 PI|BLTCA DE CONSÍRÜCCIONES. YII'III}iDA Y DE ASEO
DE §,INTO DOMIÑGO EPIONST

0001501-202t
P&l@ tl

s¡n autor¡zación .le la adminístración, pues la utiminis¡ración solo puede contratar con
personas no aÍecladds de tachds ¿licas".

En efecto, dichas restricciones se encuentran reguladas en el articulo 78 y 79 de la
LOSNCP, respecrivamente, En particular, el inciso final del artículo 79 establece:

"ArL 79.- Subconlrulación.- El conlralista podrá subconrratü la ejecución
parcial del contralo coñ pefionas naturales o jurídicus rcgistradqs eñ el RUP,
bajo su riesgo y responsabilidad.

Tratándose de subcontatación de consuhoria. ésta sólo podrá realizarse para las
qctivídades que expresamente se eslablezcan eñ los pliegos y que conste en la
oferta adjudicado.

Las subcontrutqciohes no se las podrá realiza¡ con pefionqs inhabilitados para
cont¡atar de acuetdo con esta Ley, ni podrdn superat el trcinla (30o/o) pot cienfo
del ñot o del conlruto rcajuslqdo.

Por la subcontratación, el contrdtista no pierde su resporcabilídod respecto a la
obligación de cunplimienÍo del contrato para con 1.1 Enlidad Conlratante, la que
o asume responsabilklad pincipal ni solidaña o subs¡diqria con el

subcontralado ! con su personal.

Las subcofitrulaciones qae realicel los entidodes preriías en el numeral I del
artlculo 2 de esto Ley en calidad de co rutistas, observaró los procedin ientos
de selección ptevislos ¿r, e§r¿ ¿?" (énfasis añadido).

En consecuencia. se establece que toda subcontm(ación en contratos interadministrativos:
i) debe ser autorizada previamente po¡ la máxima autoridad de la entidad contratante o su

delegado, conforme al aliculo 266 del RCLOSNCP; ii) está limitada al t¡einta po¡ ciento
(30%) del valor reajustado del contrato; y iii) debe r€aliza¡se conforme a los
procedimientos de selección establecidos en la LOSNCP.

Este organismo, mediante oficio No. 09221, de 29 de octub¡e de 2024, ratificó que las
contrataciones realizadas bajo el régimen común o especial de las empresas públicas esán
sujetas a las disposiciones de la LOSNCP. En lo que ¡especta a subcontralacióq se
puntualizó:

"(..-) podemos concluir E)e las conttataciokes de régithen común de las empresas
públicas, según ld propiq LOEP, se sujetqn q la LOSNCP; y, en ese contexlo, les
es aplicable el régimen especial establecido por el número 8 del artíc lo 2 de la
LOSNCP, que desarrollan los artículos 199 y 200 de su reglamento general.

2.3, Cesión y Subcontratación. -

50



I
a
t

Ediflc¡oAm¿oBr Plázá
Av Añrzoñás Nl9-125 yArrraga

EL¡?RES4 P¡JALICA DE CONSTRUCCIONES. YTVIENDA I DE ¿SÉO
DE S/INÍO DOM'NGO EPIONST

000750t-202s
Páginl I2

(...) De lo citado se desprende que: i) las subcoiharaciones que realicen las
entidodes prcúslos en el núme¡o I del adlculo 2 de la LOSNCP en calidad de
conlralistas obse a¡án los prucedimieatos úe selección prcvistos en la mbma
LOSNCP; ii) la subcontratación se puede realizar previa aulo zación de la
ent¡dad cohtrqtante, así el conlratista mantiene rcsponsabilidad Írente a la
conlratante: iii) es obligación de lqs entidades contratantes verilicar que en la
subcon¡ratación no se incufia ek prchibiciones establecidas en el otdenqtfiienfo
jutid¡co y en pqrticular lq confenída en el primer inciso de la D¡sposición General
Segtnda de la LOSNCP.

(...) parq el cu,iplirnienlo de las obligaciones cont¡acluqles asamidos de
monera individual bajo un régimea especial se ¡equieru la autotizsción prcúa
de la enlidad conÍtatante, de acuer¿lo con lo establecidt¡ en los artículos 2,

número 8, 79 de la LOSNCP y 266 tlel RGLOSNCP " (énfasis añadido).

Del mismo modo. mediante oficio No. 10495, de 0t de noviembre de 2012. la
Procu¡aduria Ge¡eral del Estado ratificó la obligación de las empresas públicas de aplicar
los procedimientos de selección p¡evistos en la LOSNCP cua¡do requieran ejecutar parte
de sus obligaciones media¡te subcontratación. Se indicó expresamente que:

"Como se observa del inciso final del artículo 79 de la Ley Oryánica del Sistema
Nacional de Contatación Públ¡ca, ¿ste díspone exptesamente que k$
subconlralaciones que realicen lus entidades preyistos en el numetql I del
afiículo 2 de esa Ley ekcal¡d¿td de contratistas, esto es las que celebrcnel Estado,
enlidades del sector público, empresas públicds o efiprcsas cuyo capifal s scrito
per¡enezca, por lo menos en el cincuenta (50o/o) por cieñto a entidodes de derecho
públíco o sus subsidiarias. observardn los proceditñientos de seleccién preústos
en dicha Ley (hgánica.

(.-.), eh el evento de que el Cuerpo de lngenieros del Ejército subcontrate la
ejecución parcial de los contratos a su cqrgo, esta Ehtidad adquiere la calidad de
contratante, con rcspecto de los contrqtistds que pretende subconíatar; y, al
ttatarse de uha ehtidqd pública se halla sujeta a la Ley Orgánica del Sistema
Nacional de Contratación Públ¡ca (...).

En concordancia, el articulo 7 de la misma l,ey Orgánica, defne al Sistemo
Nacional de Cohtratación Públicu (.SNCP) como el conjunto de principios,
normds. proced¡mientN, mecanistnos y relacíones organizodas, oñentudos al
planeamiento, programac¡ófi, prcsupuestos, control, administdción y ejecució¡1
de las contlalacio es rcalizadas por las Entídades Contratantes. Dicho Sistema
estd suieto al contrcl dispuesto en el aúículo 11 ibídem, que incluye la fase
precontractual, la de ejecución del cohtrdto y la de evaluación del mismo.
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(...) en mo¡eriq de atlquisición de bienes y de prestoción de semicios. el
procedimienlo precontrdctudl se determina en función de la naturaleza de los
bienes ! seruicios. normalizados o no, usí como de la cuantíq de la contratoción,
a efeclos de delermíndr la aplicación de los procedimienkts de compras por
cqtábgo, subqsla iwersa, cotización o licitación, según el caso, regulados por
los artículos 43, 17, 48 y 50 de la Ley Orgánica del S¡slema Nacional de

C o ntru lac i ó n Pú b I ic a, r espe c t i'ame nl e.

Por lo expuesto, eh atención q los ¡éminos de su consul¡d, todd vez que según el
n..m¿¡al 5 del anículo I de la Ley Oryánica del Sislemq Nacional de
Cont¡alación Pública, el Cuerpo de lngenieros del Ejército se encuentra suje¡o ct

dicha Ley Orgánica, y por disposición expresa del inciso jinal del qrtículo 79 de

la misma Ley Orgánica, se concluye que los ptucediuientos paru que la entidad
pública a su cargo pueda subcontrulat q empresas pfitadas exrrqnjerus paro la
ejecución de obrus públicas, §erdi los establecidos efi lq Ley Orgónica del
S¡slema de Controlación Pública, en ¡unción de la natu¡alezs de los bienes o
serticios, qsl coño de la cuant{a de ls contara¿idr!" (énfasis añadido).

En consecuencia- de la normativa aplicable y de los pronunciamientos analizados, se

co¡cluye que: , este organismo ha sido consistente en señala¡ que los contatos
interadminist¡alivos. celebrados bajo el régimen especial de la LOSNCP, se ericuentran
plenamente sujetos a dicha l*y cuando intervienen empresas públicas en calidad de
proveedoras o contratistas; i, en dichos contratos, las subcontataciones solo pueden
realizarse bajo los lfmites y condiciones expres¿¡¡nente establecidas por la LOSNCP,
incluido el porcentaje máximo, el registro en el RUP y la auto¡ización de la entidad
contr¿rtante; ii, en caso de que una empresa pública reqüera subcontratar pafe de sus
obligaciones como contratista. debe ajustarse a los pmcedimientos de selección regulados
en la LOSNCP, sin que sea aplicable. para tales efecros, lo dispu€sto en los añiculos 34
nume.ales 2 y 3. 35 y 36 de la LOEP sob¡€ capacidad asociativa.

2.4. Capacidad asociativa de las Emprmas Públicas. -

En relación con la capacidad asociativa de las empresas públicas (EP), como parte de su
t'acultad empresarial, y en aplicación de los anículos 35 y 36 de la Ley Oryánica de
Empresas Públicas (LOEP), este organismo, mediante p¡onunciamiento contenido en el
oficio No. 01796, de 28 dejunio de 2018, señaló:

"(...) de conformidad con lo dispuesto en los a iculos 9 numeral 16, 35 y 3ó de
la LOEP, es otrib ción ptiratfua ¡lel Dbectorio de cada empresa pública,
¡letetmint a trqvés de la correspondiente resolución, en .finción de los
jusfirtcalivos lécnicos, ecohómícos y empresariales, p/esenta¿los mediakte
infor e mol¡vodo, los mecanist los y parámetros pqra el correspoñdiente
concurso público que debe efectuarse para realizar la selección y adjudicoció
del socio eslrulégico, dentro de un ptoceso de alidnza estrat¿gíca y otras fortt ts

52



-

-tilI
PiO'T,ÁAAT¡I^ CE¡¡ERA DE ESTAOO

Edllcio Añ.zoñá5 Plna
Av. Amazon¿s N!9-l2l y Alz.qa

Etl?lESn PUBUCA DE CA|USTPUC.|ON¡),|, t rIEND,l y DE ASEO
DE §ANÍO DOMINC,I) EP.CO!\iSI

001)7501-202t
P¿glM ll

I
L
a
,

osociativos previstos en dicho Ley Oryánicu, s¡n que sean oplicables otros
requisí¡os o procedimiefitos que ho sean los establecidos por el Directorio, en

base a lo Ley, paro perfeccionar la anocioción".

Asimismo, en el oñcio No. 01388, de 14 de abril de 2011, respecto de la conformación
de alianzas est¡atégicas por parte de las empresas públicas, la Procuradurfa General del
Estado analizó y concluyó:

''(...) las inwrsioñes de recu$os públicos en el desanollo del Proyecto (...). ho
reúne los caractetísticas de unq aliahzi estratégica, co¡\o uno de las.formas en
que se puede instrumentar la capac¡dqd asoc¡at¡vo que el artículo 35 de la Ley
Orgáñica de Empresas Públicus reconoce a dichas empresas, pues para
instrumentqr dicha copacidad ssociarivo, la alianza eshalégica o cualquiet
sislema de asociación, debe tener pot objeto el cumplimiento de los Jines !
objeti)os empresariales de la empresa pública y pot lanlo no se exliende a
actividades de invenión defondos público§, en acfividades dislinlas de aqaellas
que desaüolle la rcspectiva ernpresa público en foma dirccra.

(...) de conlormidad con lo parte finul del numeral 7 del ar¡ículo I de la Ley
Orgánica del Sistema Nacional de Conlratación Pública, en co¡cordancia con el
artículo 15 del Reglañenlo que rcguld la Pattic¡paciók rlel Sector Público en el
Merca¡1o de Valores, los conlrulos que deban celebrut los Íideicomisos
mercantiles en los que part¡cipan instituciones del sectot público, cnyo objelo
consista en adquhieün de bienes, ejecuciór, de obrus o prcsloción de semicias
iftcluidos los de corrsulloúa, y que utilicen, en cada coso, recuGos públicos en
mds del cincuento por ciento del cosro del rcspeciivo corrlrato, eslón sujetos ol
tirrrbilo de tplicoción de la cilada Ley O¡gónica.

(...) se concluye que no es juddicamente procedente que HIDROACHIN EP,
participe en la constitución y aportefondos públicos a un Fideicorfiiso Mercañlil
desfinado a lq construcciófr, operación, qmoúizqciófi de crédito y.listtibución de

utilidades del Pl(ryecto H¡drceléctrico Sabanilla (PHS), mienlrus el desaüollo
de dicho proleclo corrcsponda a una empresa privado, pues el aúículo 315 de
lo Constitución de la Repúblicq, admi e solo er, Íorrna de excepción que se

delegue a la iniciativa pivoda el ejercicio de actieidades ¡elocionodos con la
geslión de sectores estrarégkos y lq prestación de senicios ptiblicos, que según
dicha no¡ma conslilucioiol, deben set geslionados po¡ ernprcsas públicas '

(énfasis añadido).

Por otra parte. conforme al artículo 206 del Reglariento Gene¡al a la LOSNCP, las
contrataciones de¡ivadas de la capacidad asociativa de las EP 'no serán utilizadas como
mecanismo de evasión de los procedimienlos previstos en el Sistema Nacional de
Contralación Pública". En efecto. la norma dispone que. de verificarse que el mecanismo
asociativo ha sido utilizado exclusivamente pam la adquisición de bienes o prestación de
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servicios, sin un apote real de ambas partes que justifique la asociación, dichas
actuaciones serán objeto de contlol por parte de la Procuradufa General del Estado y la
Contraloria General del Est¿do, en el ámbito de sus respectivas competelcias,

3.- Pro¡u¡ciamie¡to. -

En atención a los términos de Ia consultas, se concluye que, de conformidad con el
¡umeral 8 del aniculo 2 de la Ley Orgánica del Sisúema Nacional de Cont¡atación Pública,
y los artículos 199 y 200 del Reglamento General a la Ley Orgrinica del Sistema Nacional
de Cont¡atación Pública, las empresas públicas no pueden ejecutar contratos
interadministativos bajo el regimen especial al amparo de su capacidad asociativa,
p¡evista en los artículos 34 numeral 3,35 y 36 de la LOEP, cuando dicha contratación
implique la paficipación, en cualquier forma asociativa, con perconas naturales o
juridicas privadas, nacionales o exranjeras.

Esta prohibición se aplica a todas las fases del procedimiento de contratación
interadminishativa y tiene como finalidad garantizar el cumplimiento de los principios de
Iegalidad, t¡anspa¡gricia y concunencia en la contatación pública.

El presente Pronunciamiento es obligatorio para la Administración Pública y se limita a

la inteligencia y aplicación general de normas juridicas. Su aplicación a casos
instirucionales específicos es de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante y de
cualquie¡ ot¡a entidad pública que Io apli

Atentameote,

Abg. Juan
PROCURADOR ADO

coBtERNo auTóNoMo DEscDNTMLtzaDo DEL camóN sl:iro rx)Mrico

Iis w l,m Pt¡nc'o M.lrroi¿ó JñH
!ó\ D[ Mr,Nrcrp LrDsDrs Ecr]^Tonr¡\Ás (aM[)

14 rJ.bo.¡¡ C¡rú JoG r.sgim
DIREcTon¡ DEL sER!,IcIo NActoi\al DE coNT¡aTActóN pfrBttca tsERcop)
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Magíster
Roberto Carlos Córdova Bemal
Liquidador
EMPRESA PÚtsLICA TAME LÍNEA AÉREA DEL ECUADOR'TAME f,P' EN
LIQUIDACIÓN
Presente.

De mi consideración:

Mediante ohcio No. TAME-LIQ-2025-0004-O, de 25 de marzo de 2025, ingresado en Ia
Procuraduría General del Estado al día siguiente, se reformuló la consulta contenida en el
oficio No. TAME-LIQ-2025-0002-O, de 26 de feb¡ero de 2025, en los siguientes
términos:

"¿Es prccedente aplicar la disposición transitoña décima not'ena establecida
en la Ley Orydnica parq el Ali,io Finsncierc y Foúalecimienro Económico a
los coactivados de esta empresa por los valores pagados en exceso por la joraada
nocÍutna, tornando en consideración que dicho rccaudación fue rccomerdada
medianie lnforme No. DASE-015-2016 rcalizado pot lq Contrulo¡ía Generul
del EsÍado? ".

Frente a lo cual, se manifiesta 10 siguiente:

1. Antecedentes. -

Del contenido del oficio y documentos adjuntos, se desprende que:

Mediante oficio No. 10842, de 20 de marzo de 2025, la Procu¡adwía General del Estado
solicitó a la Empresa Pública Tame Línea Aérea del Ecuador "TAME EP" en
Liquidación, (en adelaife, "TAME EP - LIQ ") que reformule Ia consulta contenida en el
oficio No. TAME-LIQ-2025-0002-O, de 26 de febre¡o de 2025, a ñn de que trate sobre
la aplicación general de normas jurídicas sobre el tema consultado, conforme lo previsto
en el articulo 13 de la L€y Org¡ilnica de la Procuraduria General del Estado. Asimismo, se
requi¡ió que se adjtmte, en documento independiente, el informejuridico correspondiente,
susc to por el Ge¡ente Legal de la empresa. Este requerimiento fue atendido con el oficio
mencionado en el párrafo anterio¡.

Junto con la reformulación, se adjtmtó el infome jufidico contenido en memorando No.
TAME-GL-2025-127 -M, de 25 de marzo de 2025, susuito por el Gercnre Legal de
TAME EP - LlQ, quién citó los a¡ticulos 212.4,226,233,237 .3 y 321de la Constitución
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de la República del Ecuador¡ (en adelante, "ClXr"); los articulos 55, 56, 59 y Disposición
Ge¡eral Cua¡ta de la Ley Orgánica de Empresas Públicas2 (en adelante, "LOEP");los
artículos 1, 2 y Disposiciones T¡ansitorias Octava y Décima Novena de la Ley Orgrinica
para el Alivio Financiero y Fofialecimiento Económico3 (en adelante , " LOAFFE"); Ios
artículos 19, 31 numerales 12 y 25, y 39 de la Ley Orgánica de Ia Conlraloría General del
Estadoa (en adelante, " LOCGE"); asi como el articulo 7 del Reglamento para el Ejercicio
de la Jurisdicción Coactiva de TAME EP5 (en adelante, "Reglamento de coactivas de
TAME EP"), confwdamento en los cu¿les analizó y concluyó lo siguiente:

"4.. ANILLISN

(..-) Efi esrc sehfido, la postura de esta Gerek.ia General radíca en la no
procedenci.t tle la dplicación de la disposícíón transifo a décima notena
esfablecida en la Ley Orgánica paru el Al io Fínanciero )1 Fortalecimiento
Económica (sic) por las siguienteo^ razones jurídicas:

t.

2.

3.

El proceso coactito íniciado a los trdbajddotes)) sefl¡dorcs act¡vosy cesantes
de TAME-EP con lafinalidad de recuperar los valorcs pagados en exceso por
la jotnadd nocfurna nace de una recomendación contenida en el lnfbrme Nro.
DASE-05-2016 realizado por la Contraloría Generul del Eslado, infoflne que
no detem¡ a rcsponsabilidades, sino únicdrnefite coktiehe comentarios.
co clLtsio es y recoñekdacio es cotibnfie lo establecído en el artículo 19 de

la Ley Orginica de la Contraloría General del Estado.
La Contraloría General del Estado hasta la presente fecha no hd emifido
lesoluciones que determinen responsabilidades ci1'¡les o dúk¡nisÍati,ras a las
petso as que son objelo de prccesos coacti'tos instaurados por lq Empresa
Pública Tame Línea Aérea del Ectador TAME EP.
Y si fuelte el caso de odsfb rcsolücio es qüe detefin¡nen respon¡abilidades
civiles o administral¡vas a las personas que son obieto de procesos coacti|os
¡nstaurddos por la Empresa Pública Taue Línea Aérea del Ecuador TAME
EP, conforme indica el artículo 57 de la ley Orginica de la Contraloría
Generul del Estado, la recaudación de las obligaciones generadas por dichas
resol ciones cotesponde, eÍclusivamente a través de la Contraloría General
¡lel Estado. independientemente de que la entidad beneficiario posea
capacidad co ac tb,a ptup¡ a.

Sin embargo, en cumplimiento a lo establecido en el Decreto Ejecutivo No. 106l
del 19 de húyo de 2020 e co cotdanc¡a con el Decreto Ejecutito Nro. 778 de 13

de junio de 2023, esta Empresa Pública en Liquidaciók deberá efectuar las
dcciones necesari.¡s coú mirqs a que la empresa cuente con la mayor cantidad de

activos líquidos a fin de que el proceso de l¡quidación se puedq cubrír de forma
expedita le$ obligaciones exístentes, según el orden de prelación legaf'.

1 CRE, ptbtca¿¿ ú el Regjña Olcial No 149 de 20 de aclubú de 20A8.
1 LOEP. ptbtcatla en el gpleNdo tt 1 Ree^ho O¡ca! No. 18 .L 16 d. dtubrc de 2A09.
1 LO,,IFF E pubticada en et Quinto S"p¡esen¡a del R¿ta^tró (Yi.tut Nó ó99 ¿¿ 09 ¡Je ¡tu¡¿nht¿ d¿ 2A21
a LACAE. publica¿o en el S"pletuhto .lel Reg¡stro O¡.tál No 595 de I 2 .l¿ Júia de 2A02.
5 Reeladento .l¿ C@.tiws .le TAME EP. publjcdda ea el Sryle@nta d¿l R¿s¡ra Olúl Nó.ó\t .l¿ 1 2 d¿ N¿hbrc ¿e 2021

56



-

-tm
Pfloon¡arRh c{NrÁa D€r fsl^oo

l1629

Con oficio No. 10898. de 27 de marzo de 2025, la Procuraduría General del Estado
solicitó a la Contaloría General del Estado (en adelante, "C(;¿ ") que remita su criterio
juídico institucional sobre la materia objeto de la consulta. Dicho requerimiento fue
atendido por el Di¡ector Nacional Jurídico de la CGE con olicio No. 169-DNJ-2025, de
08 de ab¡il de 2025, ingresado en este organismo el mismo día.

El criterio juridico de la CCE, ademrás de las normas invocadas por la entidad consultante,
citó los a¡tículos 8, 3l numerales 30 y 32, 57, 77 numeral l, lileral c) y 92 de la LOCGE;
Ios artículos I y 2 del Reglamento para la Aplicación de la Remisión de lntereses, Costas
y Gasos Administrativos prevista en la Disposición Tr¿nsitoria D'ecima Novena de la
Ley Orgánica para el Alivio Financiero y el Fortalecimiento Económico de las
Generaciones en el EcuadoÉ (en adelante. "Reqlamento de remisiones pretistas en la
Disposición Transitoria Décima No,¡ena de la LOAFFE"); así como el Ma¡ual General
de Auditoria Gubemamental de la CGE, concluyendo lo siguiente:

"3, Crite¡io

Por lo expuesto, y en respuesta q su requerimiento, §e concluye que en aquellos
procesos coacliros inic¡ados a los lraba¡adores y sen'idores qctitos, cesanles de
la Empresa TAME EP con la.finalidad de recuperot los valores pagados en erceso
por lajornado nocturno, no es procedente aplícar la remisión de intereses, costes
y gastos adrkiúisttati\)os preústo en la Dísposición Ttansitoriq Décimu Noyewt
de la Ley Orgánica para el Alivio Financierc y el Fortalecimiento Económíco de
las Generaciones en el Ecuador, toda vez que en dicho Informe, se foruuló una
rccomendación de audítorio, en la que se señala que se díspondrá a los Gerentes
de Talento Humano y de Finanzos, ¡ealicen los occiones coüespondientes j de
ser el caso aplicando la Ju¡isdicciótt Coactiva que tiene la Emprcsa, con la
Jinalidad de recuperar los talores pagados en exceso por la jornada nocturna a
los lrdbajadorcs y servídores actitos y cesanres de TAME-EP, esto es que si l¿'s

sccíones que realice 1., empres., la Empresa (sic). no.fueren sulcíentes para
recuperor los rtak»es paga.los se prcceder¿ se uplicsró (sic) la acción coactiva
que tiene TAME EP. en liquidación, la misma que debe ser cumplída de manera
int e.liata y con el catáctet de obligatolio por parte de los s¿nidorcs públicoti a
qu¡enes se dirígió la rcferkla rccomendación" (énfasis conesponde al texto
origioal)

De 1o expuesto se observa que. tanto el informejurídico de la consultante, como el criterio
jurídico de la CGE coinciden en que en los procesos iniciados a los Íabajadores y
servido¡es activos y cesantes de TAME EP - LIQ. con el fin de recuperar los valores
pagados en exceso por la jomada noctuma, no es procedente aplicar la remisión de
intereses, costas y gastos administrativos. según lo prevé la Disposición Transito¡ia
Décima Novena de la LOAFFF.

6 R¿sl¿tuñlo ¿e rcú'siores pteús¡o ek tu LO,l l'l t:, ¿tp.¿\¿ó pú la C'C\E N.lt t¿ ¡.w a l¡a 0OJ-CC-2025, p,b¡i.ddo ¿n et
fe@t Sqletun¡a del Res¡¡o OJi.úl No 73J de 3 I d. etu¡o d¿ l0)5

Edlf.i.añrroñá3 Plázá
9 av. Añ¡:o¡á! N!9r2.5 y Arzáqá

TAME EP DN LtetltD^ctóN

?¿ztÚ I
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2. A¡álisi¡. -

Con el fin de facilita¡ el estudio de la consulta pla[tead¿, el análisis desarrollaní los
siguientes puntos: , Contraloría General del Estado: deberes, funciooes y atribuciones;
iy' TAME EP - LfQ: naturalezajurídica, deberes y aüibuciones; y, ii¡, Remisión prevista
en la Disposición Transitoria Decima Novena de la LOAFFE.

2.1. Contr¡lorir Gererrl de¡ Estado: deberes, ñttrcioDes y atribuciotres.

De acuerdo con los a¡ticulos 82 y 226 de la CRE, el derecho a la seguridad juddica se
go¡at\tiza a través de la existencia de nomas previas, cla¡as y públicas, aplicadas por
autoridades competentes. En ese ma¡co, Ios servidores públicos deben actuar dentro de
los limites de sus competencias y facultades, las cuales deben estar expresamente
atribuidas en el ordenamiento jurldico.

El aniculo 21 1 de la CRE define a la CCE como "ü1 organisrlo técnico encargado del
conlrcl de ¡a utilización de los recursos estqtales, y la consecucíón de los objetivos de las
ihttiluciones del Estado y de las personas jurídicas de derecho privado que dispongon de
recursos públicos", Por su pa¡te. el artículo 29 de la LOCGE añade que la CGE es el
"Organisno Técnico Superiot de Control, es una personajurídico de derecho público,
con aulonomía adminislrd¡iva, presuryestaia y Jinanciera, dirígida representada
legalmente por el Contrak¡t General".

Los numerales I y 2 del articulo 212 de la no¡ma constitucional prevén las siguientes
funciones de la CGE: " l. Dirigir el sistema de control adrninistrativo qw se compone de

au)¡Íoña interna, suditoría externa y del control ínterno de las entidades del sector
público )t de las enlidades privadas que dispongan de recursos públicos. 2. Deretminat
responsabilidades adminislrativds y ciyiles culposas e iru)icios de responsabilitlad penal,
rcl.tcion«:las con los aspectos y gest¡ohes sujetqs a su conttol, sin perjuicio de las

funciones que en esta md¡erid seqn ptopias de la Fiscqlía General del Est.tdo".

En este sentido, el a¡tículo 31 de la LOCGE establece, entre otras, las siguientes
atribuciones de la CGE:

" 1. Pract¡car audítotia externa, en cualquiera de sus clases o mo¡fulidqtles (...) a
todss las institucíones del Estado, corporac¡ones, fundqc¡ones, st ciedades ciyilet,
compañias mercutltiles, cuyo capital social, palrimon¡o, .foido o patlicipaciók
lribularia esl¿ integrudo, con rccursos públicos; a las empresas adscritas a una
instilucíón del Eslado, o que se hubieren constituido mediante ley, ordenanza o
decte¡o (...)

ó. Ejercer la.función fiscalizodora en las instituciones del Estado, medidnte la
predelermínación, o glosa y la determinación, para la oportuna prolección y
seguridad de los recursos públicos;
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(,..) 12. Exigir el cumpl¡miento de las recomendaciones establecidqs en los
informes de auditoña, exámenes especiales y la aplicación de respontabilidqde;
administrathas y ciriles culposas :

(...) 32. Ejercer la coact¡ra para la recaüdación de sus prop¡os ctédifos; y, de las
ittslituciones y empresat que no tengqn cqpscídod legol para ejercer lq coactira,
en concordancía con lo previslo en el qrtículo 57 de esto ley".

Así, el aniculo l9 de la LOCCE establece que "el extmen especial verirtcanL esttdiatá
y eealuaró aspectos limi¡ados o de un t parte de las aclivida.les relativas a la gestión

Jinanciera, adminbt¡aliva, operaliva y medio ambieklal, con posÍefioridad a su
ejecuciók'. El ¡esuhado de este examen debeá constar et v¡r "iafo ne que debeñ
conlenet corfientqrios, conclusíones, rccornendaciones " (énfasis me corresponde)

En función de las citadas atribuciones, la CGE, según el artículo 39 de la LOCGE, tiene
la potestad exclusiva para determinar responsabilidades administrativas y civiles culposas
e indicios de responsabilidad penal con base en "los resukados de la auditoria
gubetnamektal, coñten¡dos ek actas o ¡nformes".

Por su pafe, el afículo 57 ibidem. en lo relativo a la ejecución coactiva de resoluciones
confi rmatorias. establec€:

"Att- 57.- Ejecuciók coactivu de las resoluciones conrttmatorias. Ld recaudación
de las obligaciones a.f|tor de lds ¡nstitltc¡ohes, otganisños y empresds sujetus q

esta ley. deriradas de resoluciones de la Contraloria General del Estado, que
conrtrmen la etistencia de responsabilidades citiles o a.lmin¡slrat¡vas culrysas,
se ejecu¡drá. incluso mediante plocesos coac¡ír'os. exclus¡tamen¡e a ttar¿s de lu
Con¡raloría Generql del Estarlo, iñ<.leryndientenente de que la entidad
benefciaria posea capacidad coactivo propía. Una vez efectuado el pogo o
recaudada la obligacíón, los volores respecti,ros serán lransferidos d la Cuenlo
Unica del Tesoro Nacional.

El e¡ercicio ¿le la acción coactfua por parte de laContruloia General del Estado,
usí como el trámite de las excepciones que interpongqn los deudores, sus

herederos o.fiadores. se sustanciani de conJitrmida¡l. con l¿u normas del Código
Or gáni co Admi ni s I r al ivo.

Tend¡á tañbién competerrcia la Cont¡olorfa General del Eslado pata recaudat,
inclaso medior,te la jurbdiccün coactiva, aquellos obligaciones estoblecidas
tanto a sü frrvor, como al de las demtís en idades, irrstituc¡orres y empresos del
Estado sajelos o esto lE), qr.e no ,at'ie¡en capacidad legql paru ejercet la
coacthla, que sin de¡ivane del control de los rccufios públicos, genelen
derechos de cúdilo en los ténninos pre\)istos eh el Código Orgánico
Administrutivo." (el énfasis me corresponde).

Así también, el artículo 92 de la LOCGE establece que 'Las recomendaciones de
ouditoúa, una vezcomunicadas a las instituciones del Estado y a sus semidor*, deben
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set oplicqdas de rfla,,eru inrnediata y co,, el cotácler de obligaro¡io; serán objelo de

seg:ui iento y su inobserra ciq será saficionada por la Contruloria Generul del Estado- "
(énfasis me coresponde).

Adicionalmente, conforme al literal c) del numeral I del articulo 77 de la LOCGE, las
máximas autoridades de las instituciones del Estado son responsables de los actos,
contratos o resoluciones ema¡ados de su auloridad. Ent¡e sus obligaciones especificas se

incluye la de: "Colabotar y disponer la cooperación del personal a su catgo con los
auditores gubernamentales y aplicar los medidos correclivas establecidas en los
rcco,nendaciones de auditoia." (el énfasis me corresponde).

Con base en todo lo expuesto, se concluyeque: i) la COE es el organismo técnico superior
de control encargado de velar por el uso adecuado de los recursos púbticos y el
cumplimiento de los objetivos de las instituciones del Estado y de las personas jurídicas
de derecho privado que dispongan de recursos públicosl i, la CGE ejerce juisdicción
coactiva pa¡a el cob¡o de las obligaciones derivadas de resoluciones debidamente
ejecutoriadas que establezcan rcsponsabilidades administrativas o civiles culposas, asi

como de aquellas que correspondari a entidades que carezcan de capacidad coactival ii,
las instituciones del Estado deben aplicar las medidas conectivas ¡ecomendadas en Ios
informes de auditoria, con apego a los principios constitucionales de legalidad y seguridad
juridica, en el marco de las competencias asignadas a sus autoridades; y, ir) tales
recomendaciones, incluso cuando deriven de exámenes especiales, tienen carácter
obligatorio y deben ser implementadas de forma inrnediata, ya que su inobservancia
conlleva responsabilidades administrativas.

2.2. TAMtr OP - LIQ: naturaleza jurfdica, deberes y atribucion§. -

El aticulo I del Decrelo Ejecutivo No. 740? transformó la Compañía Establ TAME
Línea Aé¡ea del Ecuador en Empresa Pública TAME Linea Aé¡ea del Ecuador "TAME
EP". constituyéndola como "una persona juridica de derecho público. con potrimonio
propio, dotadu de autonomía presupuestatia, .linanc¡era. económica, admiiistrativa,
operdtivoy ¡le gestión, bajo elcontroldel sector de la Defenso", eo concordancia con los
objetivos del SisemaNacional de Planilicaciónl las orientaciones del Comité de Industia
de la Defensa; y, las disposiciones de la LoEP.

Al respecto, el articulo 4 de la LOEP define a las empresas públicas como " entidades que
p.rt.necen ql Estado en los lérñinos que establece la Coñstituciók de la Repúbl¡ca,
personas .iut[dica,t de derecho público, con pdt monio propio, dotadas de autonomía
presupuestatiu, fnancíera, econó ica, administratiw) y de gestión". las cuales están
destinadas a la 'gestióh de secloles estrat¿gicos, la preslación de senicios públicos, el
aprolechatfiieñb sustentable de recursos naluloles o de bienes públicos y en general al
desarrollo de activida¡1es económicas que corresponden al Estado",

De conformidad con el artículo 47 ibidem. las empresas públicas estrín sujetas a los
controlesde'l.AlaContruloriaAeneraldel Estado de conformidad con elartículo 2l I

1 Deur" úearn o \" 710- ptbt¡.o¿o ¿h el S"plerun¡a de¡ R¿E¡lto Or.td! \'a 1C tu t¡6 d2 tu-h de 10 ¡ I
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de la Constitución, y e§l4 ¿el". En consecuercia, la CGE dirigirá el sistema de control
administrativo en las empresas públicas. las cuales contará¡ con una unidad de auditoria
intema de confo¡midad con la LOCGE, enca¡gada de realiza¡ el control previo y
concL¡rente.

Por su parte, la Disposición Gene¡al Cuafa de la LOEP, en relación con la jurisdicción
coacüva de las empresas públicas, dispone lo siguiente:

"Las emüesas pttblicas lienen jurisdicción coacliva pa¡a la ¡ecaudación de los
valores adeudados por sus clientes. ustttios o consumidorcg La ejercerán de
conformidad con lo feristo eh el Cód¡go Orgin¡co A.hrlinístratiro.

Todas las empresas públicas suspenderón los pagos o quienes la Contrdloríd
General del Estq.lo hoya establecído glosas ¡le responsabilidad civíl culposa que

se hoyan confirmado eh sede admin¡strotiea, por cuslquier causq y respecto de

cwlquier empresa públíca o entidad del Estado, sín perjuicío del posterior
ejercicio de la jurisdicción coacliva señalada en el Código Orgánico
Adminislrativo.

La suspensión de pagos antes referida se e/bctuará hasta el monn de la glosa y
servirá para garantizar su pago y ko se cancelará por la presentación del juicío
de excepción a la coacriva" (el énfasis me coresponde).

En concorda¡cia, el alículo 2 del Reglamento para el ejercicio de laiurisdicción coactiva
de TAME EP establece que su objeto es normar el ejercicio de la potestad de ejecución
coactiva para asegurar la recaudación de lo que se deba por concepto de: "J. ¿aJ
obligaciones a lavor de la Emp¡esq que se encuentren pendiekles por cualquier
concepto"; y, agrega dicho artículo que se ejercerá la potest¿d coactiva inclusive en caso

de obligaciones "de vadas de las conclusiones, observaciones ! recomendaciones
em¡lidos pot la Contraloúa General del Estado o batés de los infot rres de audilo¡ía o
cualquiera seo su , odulidod ' (el érÍasis me corresponde)

Respecto del proceso de liquidación, el articulo 55 de la LOEP establece que "Cuando
una empresa pública haya dejado de cumplir los.fines u objelfuos paru los que.fue creada
o su fl.ucionarníento yq no rcsulte coñteniente desde el pu lo de vis¡a de la economia
ñ.tciorutl o del inteús público y s¡etkprc que ho fuese posible su Íusión, el mihistefio o
¡nstitución rectorqdel área de acción de la enpresa pública (...) propondrá al Directorio
de la empresa su liqui.lación o eafinciók".

A su vez, el aficulo 56 ibidem dispone que para la extinción de una empresa pública se

obseNoxái las misma'^ formtiidades establecidas para su creación, debiendo el decrefo
ejecutivo, norma regionol u ordenanza respecti'a jijar la forma y lérminos de su
extinción y liquidación",

-
tilr Edi,icio Am.z@. ela¡a

Av Añ.2ú.3 N39¡2! y AíÉ9á

Í,1|t¿ EP EN LTQUIDAC|Ó¡;

párutl 7
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En aplicación de lo anterior, el aÍículo I del Decreto Ejecutivo No. 10618 dispone la
"erlinción de la Empresa Pública TAME Linea Aérea del Ecuqdor 'TAME EP', para lo
cual selón aplicables las disposiciones conlenídqs en la Ley (»gánica de Empresas
Públicas, el presente Decreto Ejecutivo. lat disposiciones del directorio en lo que fuercrl
dplícables, y, subsidiariamente la Ley de Compañíos".

En ese orden de ideas, el articulo 58 de la LO8P establece que "En los c/,/l,lr'o$ de ertinc¡ó
de la empresa públíca su Directorio designatá el l¡quidador", mientras que el artículo
59 ibídem establece como u¡a de las atribuciones del liquidado¡, "7. Cobrar y percibit el
impote de los créditos de la empresa, otorgando los correspondientes recibos o

.liníquitos".

De lo manifes¡ado se desp¡ende que: , TAME EP - LIQ fue transfomada en empresa
pública y su funcionamiento se rige por las disposiciones de la LOEP; ii) conforme a Ia
LOEP, TAME EP - LIQ posee jurisdicción coactiva para la ¡ecaudación de los valores
adeudados por sus clie[tes, usua¡ios o consumidores, y dicha potestad debe ejercerse
co¡fome a lo previsto en el Código Orgánico Administrativo; iii) el reglamento de
coactivas de TAME EP - LIQ fue reformado e incluyó en su alcance el cobrc de
obligaciones derivadas de las conclusiones, observaciones y rccomendaciones emitidas
por la CGE.

2.3, Remisión prevista en la Disposición Trsoeitori¡ Déc¡ma Noyen¡ de l¡ LOAIFE.-

El a¡tículo I de la LOAFFE establece que su objeto es generar alivios linancieros a
personas naturales y jurídicas; y, se implementarán medrante "íncenti,ros financ¡eros
para que exisla un inmediato pro¡yeso económico, mayor inserción laboral y
estit ulación del emprendimiento como selor fundumental para el desorrollo económico
y social de un pais '.

En este ma¡co, la Disposición Tmnsitoria Décima Novena de la LOAFFE, materia de la
consulta, establece que:

"Se dispone la rumisióa del 1000,6 de i e¡eses, cosias ! gastos adrrrirbbatieos,
estos dos úllimos si los hubiere, generu.los po¡ eJecto de lo deremhociór, de
rcsponsabilidades deñúadas de rcsoluciorres de la Confialorh Gene¡al del
Estado y de aquellqs qüe no se deñven del conffol de recursos públicos, peto
cuya recoualución se encuentrc a cürgo del organismo de contrul, conforme a las
regl.ts sit!/ienles:

l. El plazo paro acogerse a la reñisión de iklereses, costas y gastos
administratiyos, empezará el 0l de febrero del 2025 y se extende i pot el peiodo
de doscientos cuarcnta (210) días calendarío.

I Decrclo Eteúño r\-o lOó1- p"bh@¿o en el S,pl¿tutuo d¿t Ree¡lróOfrc¡atlo 2?5 d. t6 de JunD.le 2oaA
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2- Los s jetos obligados que prctendan beneficiarse de esta remisión deberón
cumplir el pago totol del saldo del capitol dento delplazo señalado en el numeral
I de esto Disposición.

3. Los sujetos obligados (lue se qcojqh q este benef;cio de la remísión del 100%
de intereses debeftin desistir de los recursos o qcc¡oñes adminislrattuas y
jwliciales en los casos que coÜesponda, y no podrán interponer y/o alegar en el

futuro sobre dicha obligación, írnpugnación, reclqmación o pago.

Si es ld Contraloría Generul del Estqdo la recuftenle, en caso de que se electúe
el Wgo, ld Contralotía desislilá del recurso por haberse cancelado la obligación
en disputa.

1. Los pagos parciales realizados por los süjetos obligados ptevio a la vigencia
de la presenle Disposición, inclusive aquellos efectrados en |irtud de unq
rcsolución, se acogerán a la remisión, prct¡a solicit d del inlercsado, sienpre
que se cubra el cien por ciento (100%o) del saldo del capital determinado por el
ente de conlrol-

5. Cuando los pagos no sean sufc¡entes pata cubtb lq totalidad del saldo del
capitol de los valorcs determinqdos, se cancelará la diferencia denlro de los
plqzos establecidos en el numerql I de esta Disposición. debiendo, asim¡smo.

comunicar este pdrficular a la Conlraloría General del Estado a efectos de

acogerse o la remisión.

6. Si los pagos realizados por los sujelos obligados exceden el c¡en por cienlo
(100%) del ssldo del capital quedará sin efecto la remisión de inte¡eses. Los
volores abonados se impularán al vqlor de la deuda.

7. Si los abonos realizados dentro del plazo establecido en el numeral I de esta
Disposición no cubren lo totalidad del cap¡tal, quedaú sin efeclo la remisión de

¡htercses. Los valorcs abonados se impularón al valor de la deuda-

8. Coüespofldeú a la Cont¡qloía Gene¡al del Eslado emi.ti¡ la ,tormativa
§ecundüis peúinente paru hacet eÍectivq esta Disposición.

Porresolución del ConÍralor General del Estado. esla remisión podrá extenderse
por una sola vez hasta por un plazo de noventa (90) dias mas" (el énfasis me
corresponde).

En aplicaciónde lo previsto en ests disposición,la CGE expidió el Acuerdo No.003-CG-
2025. de 29 de enero de 2025. mediante el cual se aprobó el Reglamento de remisiones
previstas etr ta Disposición TÉ¡lsitoria Décima Novena de la LOAFFE. Su artículo I

determina:

"El presente Reglamento regula la aplicación del proceso de remísión de
i tereses, costas ) gastos adminislrativos, estos dos últimos si los hubiere,
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generados pot efecto de la deteruinación de responsabilidades de¡ivadas de
resoluciones de la Cont¡oloría General del Esrado ! de aquellos que no se
de¡iven del conf¡ol de recursos prlblicos, pem cuys rccaadación se errcaerrt¡e o
cafgo del otganismo de conlrcl preústa en la Disposición Transitoria Déciitt!
Noyena de la Ley Orgánica pqra el Alivio Fí ancietu y Fortdlecimiehk)
Económico de las Geheraciones en el Ecuador" (el énfasis me corresponde).

EI afliculo 2 del citado Reglamento dispone que senin objeto de remisión las siguienres
obligacionesi

"a) Las tlue se defiven del conbol de rccu$os públicos y se encaentron
deterriinodas el rcsoluciones de lo Contralorla Generul ¡lel Eslodo,

b) Las que no se deriven del conr¡ol de rccu¡sos públlcos, perc cula recaadación
se encuenlru a cargo ale la Coúralo¡ía Gene¡ql del Estado" (énfasts me
corresponde).

De manem concordante! el afículo 3 del Reglamento de remisiones previstas en la
Disposición Transito¡ia Décima Novena de la LOAFFE establece que, para los efectos de
la remisión de interes€s, costas y gastos administrativos, "son sujetos oblig.tdos, lodos
las personas naturales y jutidicas en contra de quienes se haya determinado uno
responsabilidad civil culposa !/o ddministru iva culposa, o tro,rés de resolución emiti.la
por la Contraloría General del Estado", y las personas naturales y jurídicas, cuyas
obligaciones "no se defiten del co bol de rccursos públicos, pero su recaualación se
er'tcuenrra a cafgo de esÍe Orgqnbmo Técrrico de Contol" (énlasis me conesponde).

De lo expuesto se observa que: , la LOAFFE tiene como ñnalidad otorgar alivios
financieros a personas naturales y juridicas mediante incentivos financie¡os destinados a
fomentar el progreso económico, la inserción laboral y estimulación del emprendimiento
como sector fundamental para el desarrollo económico y social; i, la Disposición
Transito¡ia Décima Nove¡a de la LOAFFE establece la remisión del 1007o de intereses.
costas y gastos administativos. generados por efecto de la deterúinación de
responsabilidades de tados de rcsol1lc¡oñes de la Contraloria Generol del Estado"; ¡ii)
el Reglamenlo expedido por la CGE pam aplica¡ esta remisión incluye como objeto
aquellas obligaciones que consten en resoluciones ejecutoriadas de responsabilidad civil
y/o administrativa culposa derivadas del contro¡ de recursos públicos o cuya recaudación
haya sido encargada a la Contraloria; y, ¡, los beneficiarios de esta remisión deben ser
personas naturales o juridicas contra quienes se h¡y¡ determin¡do elpres¡mente unr
responsabilidad culposa mediaote r€solución de la CGE,

3. Pronu¡ci¡sriento, -

En atención a los términos de la consulta, se concluye que, de conformidad con los
alículos 92 de la Ley Orgiinica de la Conhaloría General del Estado: Disposición General
Cuafa de la Ley Org¿{nica de Empresas Públicas: y. los articulos 1, 2 y 3 del Reglamento
pa¡a Ia Aplicación de la Remisión de lDtereses. Costas y Gastos Admiristrativos previsto
en la Disposición Transitoria Décima Novena de la Ley Orgrínica para el Alivio
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Financiero y el Fortalecimiento Económico de las Generaciones en el Ecuador, It(t e§
Drocedente aplicar la remisión del l00o¿ de intereses. costas y gastos administrativos
previstos en dicha disposició¡ a los tmbaiado¡es v servidores activos o cesant€s de la

Pública Tame "TAME EP" en Liouidaci
de los valores pagados en exceso oor la iomada noctuma. La remisión prevista eo l¡
Disposición Trstrsitoria Décima Noyen¡ de l¡ LOAFFE únicametrte resulta
aplicrble s p€rsonas naturales o jürldic¡s contrs quienes exista una resoluciótr
expr$a de l¡ Cotrtraloría que deterDine resporssbilidad civil y/o edministr-afiva
culposa.

El presente pronu¡cianiento es obligatorio para la Administración Pública y se limita a
la inteligencia y aplicación ge¡eral de normas juridicas. Su aplicación a casos
institucionales especificos es de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante y de
cualquier otra entidad pública que lo aplique.

Abg. Juan
PROCURADOR LE ADO

ier Mauricio Torres Maldonado
rslor Genersl del Estado

65



-
tilt

fnoo-n^DJRh G¡aa ca §Áoo

Oficio N" I ¡613

Quito. D.M., 2 I |,|AY 2025

Licenciado
André Mau¡icio Granda Ga¡rido
Prefecto

I
a
,

Edañ.io Aña¡oms Pl¿z¿
Av Añ¡roÉ3 NI9-I2J y A.r2¡9.

GOBIERNO
PASTAZA
Presente.-

AUTóNOMO DESCENTRALIZADO DE LA PROVINCIA DE

De mi consideración:

Mediante oficioNo. GADPPZ-GADPPZ-2025-5358-O, de 23 de abril de 2025, ingresado
en la Procuadu¡ia Gene¡al del Estado enlamisma fecha, se formuló la siguieote consulta:

"¿El Consejo Ptovincial debe eonformane con Io reprcsen ación de lo única
prcsde a mujer de los Gobie¡nos Autónomos Descenfializados Pürcquides
Rurales en la provincia, en qlerción al pincipio de pafidad de géheru, a pesat
de que ya ha cu¡nplido el período de su reprcsenlación confo ne lo establece el
tercer inciso del añlculo 15 del CAOTAIT, sin que ello co stituyu unu
vulne¡ación al a¡tículo 1ó ibídem?"

Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente:

l. Atrlecedetrtes.-

Del oñcio rcmitido y los documentos adjuntos se desprende que:

l.l.El iniorme jurldico contenido en el memorando No. GADPPZ-PROCURADURIA-
2025-8965-M, de 23 de abril de 2025, suscrito por el Procurado¡a Sindica Mudcipal
del Gobiemo Autónomo Descentralizado Provincial de Pastaza (el aAela¡te,"GADP
Pastazd'), ciió los articulos 11, 65, 66, 70, 116 y 237 de la Constitución de la
República del Ecuadorr (en adelante. "CRE"); 45 y 46 del Código Orgánico de
Organización Tenitorial, Autonomía y Descentralización2 (en adela,¡ire, "C OOTA D"),,
3. 99 y 280 de la Ley Orgánica Electoral, Código de Ia Democmcial (en adelante,
"¿lrt'); la Sentencia de la Corte ConstitucionalNo. l04l -19-JPi25a; y. la Ordenanza
No. 89 que Norma la Organización y Funcionamiento del CoÍsejo Provincia.l del
Gobiemo Autónomo Descentralizado Provincial de Pastaza5 (en adelante,
"(hdenanza 89'). Con base en esta nomativa, se concluyó lo siguiente:

r ( RE, ¡1ublúada ea el PeLBro OJicrll No. 419 de 2t) d¿ @tube d¿ ,008,cooi,to.p,tt"oao"nitsupi*"biaa"snion"att¡.3a3d¿¡9deutubrcde2alo. 
^ ,^):l: ri:tr:::ly::ri'*!!:'l';|¡1'111"" '17":7¡)eabñtd'2ooe M

: Ode@úa 89. Bb¡r¿¿a ú ]a p¿sjñ¿ Neb ¿¿ AIDP Panüa: tt¡tps \\t\t.pdtú Eon¿. bMbEal üeM6 vtsent¿s 8e pdl tll
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''3. Andlisis jurídico [];ttl
El problema jurídico plonteado gira en lorno a una aparehte contradicción
nolmati\.d: por utl lado, el d ículo.16 del COOTAD esloblece ld ptohíbición dc
reeleccióh consecúlfua de representantes patoquiales en el Consejo Plo|ikcial:
por olro, lanto la Consfitución como el propio COOTAD imponen el deber de
garsnlizü la paúdad de génerc en la inlegrución de los ótgarros de
rep rese n lac ió,t po Iíl ic a.

La paridud de género, coño princ¡pio cokstitucionaly legql, ha sido interpretadq
por la Co e Constitucionol como un mandato de cumplimienfo tanto fonfidl como
ñdterial (,Senfencia 1011-19-lP/25), lo cual implica que debe troducirse en
resultados conclefos ), no últícañenle en reglas abstrdclas. En esle contetto,
pemitb qae el Consejo P¡ovincial se confo¡rn¿ sir, ,rguna rcprcseltación
femenina, a pesar de la existencia de uno úrricd ptesidenta mujeL constituiúa
una omisión contruria al espí¡ita de los orllculo§ 11, 65, 70 y 116 de la
Constilució,t, así como al onículo 3 del Código de la Democrucia.

El aaículo 16 del COOTA,D contempla una excepció,t a la rcgla de no
¡eelección, ¡efe¡ida a los casos en que, "por el aúmerc de pqüoquias, no sea
posible lo altemabilidad", Este supueslo es aplícable al caso concreto de la
provincio de ?astaza, en donde solo exisle una prcsidenta, ujer, lo que impide
materialmente la al¡ernabilida¡l de género en la representación de los GAD

4. Conclusión:

El Conseio Prorincial dcl GAD de Pastaza debe gdrantizar la parídad de género
en su conformación, en cumplimienn de la Constitución, el COOTAD, el Código
de la Democrucia y la .iutisprudencia de ld Cofle Cokstiluc¡onql. Dado que solo
hay una prcsidenti ,nujet entre los Gobie¡nos Au¡ónomos Descenf¡alizados
Pdrroquiqles Ru¡ales de la provincia, sa ¿rclusióa del Consejo P¡oinciol
implicarío una representqción etclusitarnenle ,nasculina, lo que contraverrd o
los pñncipios de igualdad y equidad establecidos en el ,narco no¡malit o
ecaalotiano.

El arti¿ulo 16 ¡lel COOTAD establece la alternobilidad oblieatoria. salvo en los
casos donde el número de lrarroaui.rs no permila la abernabilicldd. En esle
conteúo, y considetando que la única ñaaera de garanfizar la reprcsenlación

lemeniaa en el Consejo Ptovincial es permitiendo la continuidad de la actual
cofisejeru, se jusfirtca su reelección como una medida alimúiva que
,idte¡iolizo el prirrcipio de potidad de g¿nero.

LaSe tencia l01l-19-JP/25 de laCo e Const¡tucional eslablece que ldpa dad
de génerc no es solo una c estión Íotmal, s¡ o material, y que debe pretalecer
¡ficluso cuando e:aisten otras disposiciones normati|as que puedan impedirla. En
consecuencia. la reelección de la presidenla ujer no solo es jurídicamenle
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úable, sino que es necesaria pa t etitar unayulneración de los derechos politicos
de las mujeres y para gotantizar la equidad en kr represeht.tción polítíc.t dentro
del Consejo Protincial " (énfasis añadido).

1.2.De lo transc¡ito, se aprecia que el CADP Pastaza concluye que en el proceso de
represeltación y elección indirecta de los presidentes de los gobiemos autónomos
descentralizados de las pa¡roquiales rurales (en adelante, "6,4Dp') atrte el Consejo
Provincial debe gara¡tiza¡se la paridad de género. En ese sentido, resulta viable la
reelección de una presidenta mujer, cuando el resto de los presidentes de los GADp
de la provincia son hombres, a fin de evitar una conformación exclusivamente
masculina del órgano colegiado.

2. Análisii.-

De acuerdo con los articulos 82 y 226 de la CRE. el d€rccho a la seguridad jurídica se
gamntiza a través de la existencia de nomas previas, claras y públicas, aplicadas por las
auto¡idades competentes, considerando que los servidores públicos solo pueden ejercer
las competencias y facultades at¡ibuidas en el ordenamientojurídico.

El aniculo 238 de la CRE prevé que los gobiemos autónomos descenEaliz¿dos (en
adelante GAD), incluidos los consejos provinciales, "gozarán de a*onomía politica.
ad inistrat¡er.t y fin(tncieru, y se rcgirán pot los pr¡ncipios de solidaridad,
subsidiar iedad, equídad interterritorial, ¡ntegución y pqtticipqción ciudadana ",

En esta linea- el adículo 52 de la CRE dispone que cada provincia contará un consejo
provincial integrado pot "una prefecta o prcfeclo y una liceprcfecta o yiceprcfecto (...):
por alcaldesas o alcaldes. o concejalas o concejales en rcpresentqción de los cantones;
y por feprcsenlanles elegidos de ent¡e quierres prcsidan las junlas parrcquiales rurales,
de acuerdo con la lqt" (énfasis añadido).

Concordantemente, el aficulo 43 del COOTAD define al Consejo P¡ovincial como el
"órgano de legislación y fiscalización del gobierno autónomo descentral¡zedo
plo,rincíaf'. ¡,deñás, reitera su confomación en términos similares a los previstos en la
CRE y dispone que los rep¡esentantes de las juntas parroquiales rurales "se de.tignarán
observando los reglas previstas en este Código"1

Respecto de dicha represeniación, el primer inciso del artículo 45 del COOTAD establece
que deberiiLn observarse "la.s disposiciones de paridad de géneru y representación
¡ntercu ural pre stas en la Conslihtción". En el segundo inciso se detallan las reglas
sobre el número de ¡ep¡esentantes de los GADp en ñ¡nción dc la población del árca rural:

"a) En las proeincí.ts tlue tengan hqsta cien mil hqbitontes del área rural. el
consejo pro\iihcial cohtará con bes presiden es o p¡esidentos de los jun ot
patoquiales rurules ;
b) Eh las plovinciqs que tengqn de cien mil uno hasta doscientos mil habilqnle§
del drca rural, el consejo provincial contatá con cirrco prcsidznt¿s o prcsidentas
de las junlas potoquiales rarales: y,
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c) En las pro\'íncias que tengon más de doscientos mil un habitañtes del sector
rural, el consejo pro|incial conÍqrá con siete p¡esidenles o p¡esident$ de las
juúas pa¡roquiales rural¿s " (énfasis añadido),

Asimismo, el antepenúltimo inciso del aficulo 45 determina que Ios ¡epresentantes de los
GADp 'ejercerán su representoción en el contejo protincial pot ,nedio período paro el
q,re fue etegido el ptúecto o la prefecta6 "(el énfasis me penenece).

En consecuencia, el primer inciso del articulo 46 del COOTAD regula el procedimiento
de elección indirecta de los reprcsentantes de los GADp ante el consejo provincial en los
siguientes términos:

"Art. 16-- Eleccióh indirecÍa .le representdntes de los gobíernos aulónomos
clescentralízados parroquiales rursles-- El Consejo Nacional Electotol, en un
plozo mdxímo de diez días a partír de la posesióh de los ¡ntefyqntes de lqs juntqs
parruqa¡ales rurules, convoca¡d a un colegio electotal conÍoruodo por los
presidentes o prcsidentas de las juntas paüoquiales rurules ! quienes camplan
lo función de ejecutiro de las citcunscripciones tenitotioles indlgenas,
oÍruecuofo anas o monlubits de ese nieel eí cada prutificiq, paru elegb de
enfie ellos y ellas a sus rcp¡esenlqntes ptincipales y qlte¡rros ol consejo
provincial, en elección indi¡ecta Esle procedimiento se voberá a realizar en la
mitad clel peiodo poru el q e {ue electo el pre{ecto o lq prefecla. La provinciq de

Galápagos queda exceptuoda .le este procedimier.?lo " (énfasis aiadido).

Adem¿is. el inciso hnal del mismo a¡ticulo establece que los presidentes de los GADp que

integren cada consejo provincial debeún: i) "ptorehiL en ¿londe se,¡ pertinente. de

diferuntes cun¡ohes ptocurakdo la moyor reprcsentación lerlitoriaf'; y, ii) "en ninsún
caso un mismo presidente o pres¡denla podrá integrar el conse¡o Dor dos ocasiones

e!!M!!llj!!§, con ercepc¡ók .le las prcúnciat en dorule, por el número de porroquius, no
sea po¡^ible la alternabilielod'. Finalmente, se reitera que. para Ia elección indirecta de
representantes de los GADp ante elconsejo provinciof,"debenin respetarse los ptinc¡pios
de pluricult*alidad, intercul¡uralídod, equidad y paridad de género, en cua o Íuerc
p¿srár¿" (énfasis añadido).

En atención a estas disposiciones, el CNET expidió la Codificación al Reglamento para la
convocatoria y funcionamiento de los colegios electorales (en adelante. Reglamento de
Colegios Eiectorales8) con la finalidad de regular dicho procedimiento. El alículo 2 del
Reglamento de Colegios Elestorales dispone que la convocatoria se dirigirá a los
presidentes de cada GADp en pleno ejercicio de funciones, quienes integrarán el colegio
electoral para elegir representantes, conforme las reglas del artículo 45 del COOTAD.

6 LOE. ' A 9A - Ls ¿r4.¡on6 d¿ sob¿mdoras o Eob.mdoes restMleí c@Jem¡ ! c@se)eú É91@le' p¡.I..r6 o
?r.I¿.1ot I t¡..prc1..16 o tit p4¡..1d pturimiola. al.al&$t o dl.¿|.les d¡sntul¿s r ñuncqal¿s. .o@Jalü a corc¿Joles
distúa|¿s y ñni.Doleí y rdal.s ¿. 16 tunta: pdnqrbLt tutalet t Nü.a¡ói crda eúo on6 J ko eñn .onl\neñtes .an
t¿s ebc.toE! MctMbs. lanhsis añ¿dtdo)

' LOE, - 1 . 25,- Soa¡rrc¡m¿s del t-añ¡e)o NociNl Electaral: ( ) 9 ReElawntat ta nomatiw l¿sa¡ sobre la\ a¡unto! de tu

¡ ReEloñento¿¿ Calestas Elec1.,abs. t)uhlica¡lo e. el a@ ó stpkñc to.l¿lReetstooftc¡ulNo.1ó1de2dejrhtodo,o2l.
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Por su parte. el artículo 8 del citado Reglamento dispone que los Colegios Electorales
elegirán '7or .rolación nominativa los representantes pr¡nc¡pales y altemos" ante el
consejo provincial. Y. el articulo 9 del ibidem permite a los miemb¡os de los Colegios
Elector¿les presenta¡ "/a'r candidorurus en binomio de ¡eprcsentante principal y
rcpfesen¡ante ol¡eno, respelóndose los priacipios de pluriculturalidarl,
íntelcuhwalidad, equidad y paridad de géneto, 9!_gg!E)fuq!_Igü!f" érfasis
añadido), El segundo inciso del articulo 9 del Reglamento de Colegios Electorales, en
concorda¡cia con el ultimo inciso del aniculo 46 del COOTAD, reitera que "(...) ¿rt

ningún caso ai mbmo prcsidenle o prcsidenta podrd ihtegmt el consejo por dos
ocosiones conseculivas, con excepción de las prcúncias en donde por el númeru de
panoqaias, no sea posible la qlterrrabilidat', mientras que el tercer inciso señala que
"Podrán ser candídatqs y candidatos las autoridades que ostenten la cqlidad de
alternos".

De acuerdo con el último proceso electoral, en la provincia de Pasta"-a se eligieron 17e
presidentes de juntas parroquiales rurales, de los cuales 16 son hombres y una es mujer.
Asi, si bien el número de parroquias permite en principio la altemabilidad. la composición
de género no permite que exista m¡ís de una mujer para garantizar la paridad de manera
altemada. En este contexto, el artículo I I del Reglamento de Colegios Electorales
establece que para fas elecciones sucesivas de representantes "se deberó presenfar
candidalos o candidatas de cantones distintos al elegido en púmer lugar, asl mkno
debeú set de distinlo géne¡o ol del p¡itne¡ rcprcsenlanle, y de distinta representacién
íntercuhural, esÍos cfiterios se aplicqtón el la medida oue fue¡e oosible" (ér,fasis
añadido).

Respecto de este punto, la Cone Constitucional, en su sentenci4 No. l04l-19-JP/25. de
9 de enero de 2025, en el pá¡rafo 233, ssñaló que;

''La reglu de paritlad del qrtículo 317 del COOTAD tendría como sal,¡edad la
inposibilídad de su aplicación. Dicha ¡mposibilidad puede se. fáctica o
normqtiva. Sería de lipoJiictico en dos hipótesis: (i) cuakdo el concejo municipal
se integre enlerameñk pot hombres, y (¡i) cuando, habiendo una o mas muieres,
ninpyna de ellas aceplard el cargo."

La misma sentencia, en sus párrafos 234 y 235, agrega:

''(...) En relocíón con la hvntesis (ii). se debe tener en cuenta que la rcgla de
parídad dispuesta afuror de las muieres concejalas busca gdrantizar el pr¡ncipio
de paridad y, con esto, el derecho de las mujeres a la igualdad reql. No obstante,
este derechofundamenlal se eñfrenta con otro: lo oulonomío pe6onal, elemcnto
lundamenlal del detecho al librc desatollo de lo personalidod, reconocido en
el q¡tículo 6ó,5 de la Constitución (...)

235.Ante lu colisión enlre el derccho de las mujeres a la igualdad materiol y el
derccho de una ñüjer co creta al libre .lesaftollo de su Wrsohsli.la.l, esta Corfe

' aururat- n{aü.lÉ a. Sh¿ll, 10 de Asosto <'arelos. El 'hiunfo, litiw. Uütabo, /1ñ4@, PúM R¡o (oúi¿"¡.s, Rio TBre,
Stñtu Ba¡l\ot Taryi. Tñk llrsó OnÉ- t'¿ncrc. Züd@t. Srñ Jok
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debe ponderar el grado de afecfqci.in de uno en rcldciók coh el otro. Negor lo
aulonomla de los ,nuje¡es concejalas, impidiéndoles negafie a ocupot un cargo
de di¡ección de los GAD, resl ngiia de tdl made¡a la aulonomía de dicha§
mujeres que el mismo derecho a la participación política de la concejal en la údo
pública termindría socavándose. pues sus planes politicos terulrian que cargat
con lq iñposicióh de ocupqr un determ¡nado cargo, en conlra de suvoluntqd. Pot
lo que esa imposición se a claramente despropotcionada f...)" (énfasis
añadido).

Sobre este tema resulta relevante considera¡ que la Corte Conslitucional ha ¡econocido
que el principio de paridad de género debe amoniza¡se con la autonomia personal de las
mujeres, En este sentido, ha señalado que. si bien la paridad es un mandato constitucional
ori€ntado a garantizar la igualdad sustantiva, este no puede imponerse €n contra de Ia
voluntad de ura mujer que. habiendo sido designada pa¡a ocupa¡ urr cargo de dirección,
decida no aceptarlo. En co¡co¡dancia con la li¡ea interpÉtativa. Ia Procuradu¡ia General
d€l Estado, mediante los oficios Nos. 03162, de 8 de agosto de 2023, utalizó la
aplicabilidad del principio de paridad en el cortexto de las juntas paüoquiales ruales y
ratificó;

''(...) de conJormidad con los artículos óó y 67 letra v del Código (»gánico de
Orgak¡zacióh Terfitotial, Autonomia y Descentralización, para la elección de

úcepresidente o 1)¡cepresiden¡a de las juntas paüoquiales rur.tles se observarón
los princípios de equidad, paridad y alternabilidad de género: y. únicamente, en
cuso de que la totali¡lad de los vocales electos sean del mismo género al del
Prcsidente o Prcsidehla. coftesponderd d ese nivel de gobíerno (Gobierho
Autónomo Descentralizado Parroquial Rural), en tir¡ud de sus atibuciones
legales elegir en sesión i augttal como seqptnda autoridad ol rocal más rotado,
según lo eslablecido en el iticiso./ihdl del dltículo 317 de dicho código;'

De la normativa invocada se desprende lo siguiente: i) para galantizar la altemabilidad de

la representación de los GADp ante el consejo provincial sus representantes cumplirán un
periodo de dos años de conformidad con el tercer inciso del articulo 45 del COOTAD y
90 de la LOE; ii) el proceso de elecció¡ indirecta previsto en el p¡imer inciso del afículo
46 del COOTAD se repite en la segunda designación de representantes de los GADp. a¡te
el consejo provincial; iii) el afícuto 46 del COOTAD y 9 del Reglamento de Colegio
Electorales prohíben que un mismo p¡esidente sea designado como ¡epresentante pam dos

pe¡iodos consecutivos. y laexcepción prevista por insuficienciade nútnero de paroqu¡as.
no es aplicable para el GADP Pastaza iv) el principio de paridad de género debe

observarse en ios procesos de elección indirecta de representa¡tes de los GADp, pero su

aplicación puede estar limitada por imposibilidades flácticas o por la voluntad de las

candidatas de no acepta¡ el ca¡go, conforme a lo dispuesto por la Corte Con§titucional.

3. Pronutrciamie¡to.-

En atención a los térmiflos de la consulta se concluye que, de conformidad con los

artículos 45 y 46 del Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomia y
Descentralizacióo: asi como con la Codificación al Reglamento para la convocatoria y
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ñucionamiento de los colegios electorales para designar los representaf¡tes de los
presidentes o presidentas de las juntas parroquiales rurales y sus respectivos altemos ante
los consejos provinciales, en la elección conespoodiente al segundo periodo de dichos
¡ep¡esentanfes debenin observarse los principios y reglas de paridad de género.

Este prircipio debeni aplicarse siempre que sea posible, salvo en situaciones
excepcionales en las que exista una imposibilidad fáctica o normativa debidamente
justificada. Tal seriael caso, po¡ejemplo, cuando la totalidad de presidentes o prcsidentas
de lasjuntas parroquiales rurales de una provincia pertenezcan al mismo género, o cuando
no sea jurídicamente viable la reelección de la única mujer (o del unico hombre) que

ejerció como represetrtante en el primer periodo. En cualquier escena¡io, se deberá
ga¡antizar el respeto al derecho al libre desanollo de la personalidad de las personas

evenh¡almente desi gnadas.

El presente pronunciamiento es obligalorio para laédministración Pública y se limita a

la inteligencia y aplicación general de normas juridicas. Su aplicación a casos

institucionales especíhcos es de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante y de

cualquier otra entidad pública que lo aplique.

Abg. Juan Carlo
PR
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